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RECONOCIMIENTOS Y AGRADECIMIENTOS

El proceso de ratificación del Acuerdo de Escazú representa un trabajo 

muy importante de diversos sectores como el institucional, la academia y 

las ONG. En esta oportunidad quiero hacer un reconocimiento especial a algu-

nas mujeres con las que he trabajado de la mano por la democracia ambiental 

en Colombia, protagonistas y garantes de este proceso. 

En primer lugar, un reconocimiento a Margarita Flórez Alonso, quien 

desde 2001 ha venido aportando con la Iniciativa de Acceso, una coalición 

de organizaciones de la sociedad civil que buscan trabajar en torno a la im-

plementación del Principio 10 de la Declaración de Río de Janeiro. Dicha 

organización fue presentada por sus miembros en la Cumbre Mundial sobre 

el Desarrollo Sostenible de Johannesburgo (2002) como una asociación volun-

taria entre la sociedad civil, gobiernos y organizaciones internacionales, con 

el propósito de profundizar en la implementación de este principio mediante 

un sistema de compromisos para mejorar la transparencia y los derechos de 

acceso en diferentes países. 

Desde esa época, Margarita ha venido promoviendo en Colombia el de-

recho a la participación, a la información y a la justicia ambiental. Esa labor 

silenciosa pero muy efectiva la viene haciendo por medio de su liderazgo en 

diferentes escenarios, en especial de la organización Ambiente y Sociedad, 

que actualmente dirige.

Segundo, quiero hacer un reconocimiento a cinco mujeres que han sido 

mis alumnas en las universidades del Rosario y de los Andes, quienes han de-

dicado parte de su trabajo a promover la suscripción y ratificación del Acuer-
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do de Escazú, de las cuales me siento muy orgullosa y agradecida por hacer parte 

de mi vida. Ellas son: 

María Alejandra Aguilar, abogada experta en gestión de proyectos, análi-

sis de políticas e investigación en temas ambientales y cambio climático. Se 

ha desempeñado como asociada y coordinadora de justicia climática de la 

Asociación Ambiente y Sociedad; como especialista en género en el Centro y 

Red de Tecnología Climática de las Naciones Unidas (UN CTCN), del cual es 

miembro actual del Comité Asesor, y como líder de Campaña Stop Financing 

Factory Farming. Magíster en Sostenibilidad por la Universidad de las Nacio-

nes Unidad UNU-IAS, con diploma conjunto de la Universidad de Tokio. 

Érika Castro Buitrago, también abogada, experta en derecho ambiental y 

quien, además de los derechos de acceso, trabaja sobre otras temáticas fun-

damentales como la ordenación del territorio, movilidad humana, cambio 

climático y educación ambiental. Sobresale la incidencia que ha tenido en 

materia de litigio estratégico y su investigación sobre acceso a la información 

ambiental. 

Natalia Gómez Peña, abogada que ha sido representante electa del públi-

co en el Acuerdo de Escazú, tarea que cumplió con gran acierto y que la desta-

có en el marco de las negociaciones del Acuerdo. Actualmente es analista de 

cambio climático en EarthRights International. Dirigió la defensa de Civicus 

en torno al espacio cívico en América Latina y los derechos ambientales y 

coordinó el programa de democracia ambiental en la Asociación Ambiente 

y Sociedad. 

Lina Muñoz Ávila, directora de la Especialización y de la Maestría en De-

recho y Gestión Ambiental y asesora de la clínica jurídica Grupo de Acciones 

Públicas (GAP) de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, 

en donde se desempeña como profesora de tiempo completo. Con ella hici-

mos una investigación sobre estos temas cuando apenas culminaba su carrera 

de derecho, y los resultados de esa labor durante este tiempo se reflejan en el 

reconocimiento nacional e internacional que tiene hoy.
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Vanessa Torres, abogada, especialista en derecho ambiental y candidata a 

magíster en estudios sobre sustentabilidad. Es tal vez una de las mujeres que 

más ha investigado sobre asuntos relacionados con banca multilateral, in-

dustria extractiva y derechos humanos. Ha liderado, desde la sociedad civil, 

procesos relevantes como la ratificación del Acuerdo de Escazú en Colombia 

y actualmente se desempeña como subdirectora de la Asociación Ambiente 

y Sociedad. 

Finalmente, agradezco a la Friedrich-Ebert-Stiftung en Colombia (Fescol) 

y al Foro Nacional Ambiental (FNA) el apoyo dado a la edición de este libro, 

que esperamos sirva de insumo para una amplia divulgación de las bonda-

des del Acuerdo de Escazú y su aporte al fortalecimiento de la democracia 

ambiental en Colombia. Considero que los argumentos planteados deben ser 

vistos desde un enfoque de derechos que permita la inclusión, el ejercicio 

dialógico que debe caracterizar la gestión ambiental y la inminente necesi-

dad de hacer realidad el derecho a gozar de un ambiente sano para esta y las 

próximas generaciones. 

Además, creo que el texto debe servir para entender que es obligación 

del Estado y de las personas proteger las riquezas naturales de la Nación co-

lombiana, en busca de garantizar su conservación, restauración o sustitución; 

para ello es indispensable el acceso a la información, la participación y a la 

justicia ambiental, un imperativo axiológico que no podemos desconocer. 
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INTRODUCCIÓN

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pú-

blica y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina 

y el Caribe (en adelante Acuerdo de Escazú o el Acuerdo) refleja una nueva 

y –necesaria– etapa en la región. Este instrumento es una herramienta para 

fortalecer los estándares e instrumentos jurídicos existentes en materia de 

protección ambiental. En el caso de Colombia, ofrece una oportunidad única 

de validar los compromisos establecidos en la Constitución política de 1991, 

que consagra la democracia y la participación como principios fundamenta-

les, lo cual es posible lograr abriendo espacios de acceso a las comunidades 

afectadas por las decisiones ambientales. 

El objetivo del Acuerdo es garantizar el derecho de todas las personas a 

tener acceso a la información de manera oportuna y adecuada, a participar 

de manera significativa en las decisiones que afectan sus vidas y su entorno, 

y a acceder a la justicia cuando estos derechos hayan sido vulnerados. En 

el tratado se reconocen los derechos de todas las personas, se proporcionan 

medidas para facilitar su ejercicio y, lo más importante, se establecen meca-

nismos para llevarlos a cabo. Sobresale la pretensión de las disposiciones del 

Acuerdo de resaltar la importante labor de las mujeres, las comunidades y los 

pueblos indígenas en torno a la protección del entorno y, en consecuencia, el 

deber de garantizar su participación en todos los escenarios decisorios.



El Acuerdo de Escazú: instrumento para fortalecer la democracia ambiental en Colombia

14

Artículo 1. Objetivo. El objetivo del presente Acuerdo es garantizar la im-

plementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los de-

rechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los 

procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos 

ambientales, así como la creación y el fortalecimiento de las capacidades y 

la cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada persona, 

de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano 

y al desarrollo sostenible.

De esta manera, el objetivo se ajusta a los postulados establecidos previa-

mente en la Declaración universal de los derechos humanos, y esto refleja el 

vínculo del Acuerdo con los principios de la Declaración de Río de Janeiro de 

19921, que en el Principio 10 hace referencia a los derechos de acceso; en el 20 

señala que “Las mujeres desempeñan un papel fundamental en la ordenación 

del medio ambiente y en el desarrollo”, y que, por tanto, para lograr el desa-

rrollo sostenible es imprescindible contar con su participación plena; y en el 

Principio 22, el cual dice que “Las poblaciones indígenas y sus comunidades, 

así como otras comunidades locales, desempeñan un papel fundamental en 

la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conoci-

mientos y prácticas tradicionales”.

Así las cosas, la Declaración de Río de Janeiro establece que los Estados 

deberán reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses, y 

hacer posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible. 

Temáticas que fueron abordadas de manera amplia por el Acuerdo de Escazú. 

Este instrumento internacional fue negociado por los países de América 

Latina y el Caribe entre 2014 y 2018 con el apoyo de la Comisión Económica 

para América Latina y el Caribe (Cepal) como secretaría técnica. Fue adopta-

do el 4 de marzo de 2018 en Escazú, Costa Rica, y se abrió a la firma y ratifica-

ción de los treinta y tres países de la región el 27 de septiembre de 2018 en la 

sede de las Naciones Unidas en Nueva York. Colombia lo ratificó después de 

1	 Incorporada en nuestro marco jurídico mediante el artículo 1° de la Ley 99 de 1993. 
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Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (1992)

Principio 10. El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la 

participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corres-

ponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a 

la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades 

públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que 

encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de partici-

par en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar 

y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo 

la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efecti-

vo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarci-

miento de daños y los recursos pertinentes.

Principio 20. Las mujeres desempeñan un papel fundamental en la ordena-

ción del medio ambiente y en el desarrollo. Es, por tanto, imprescindible 

contar con su plena participación para lograr el desarrollo sostenible.

Principio 22. Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras 

comunidades locales, desempeñan un papel fundamental en la ordenación 

del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácti-

cas tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su 

identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación efectiva en el 

logro del desarrollo sostenible.

álgidos debates mediante la Ley 2273 de 2022, la cual, al momento de redac-

ción de este libro, está en proceso de control de constitucionalidad abstracto 

por parte de la Corte Constitucional. 

En este sentido, el libro analiza los antecedentes y orígenes de este tra-

tado de derechos humanos, su definición e importancia en el contexto co-

lombiano, así como los derechos de acceso a la información, participación 

pública y acceso a la justicia ambiental. Además, reflexiona sobre su imple-

mentación y las discusiones que se han planteado frente a su ratificación, 

destacando los beneficios que aporta en el camino hacia la democracia, el 

desarrollo incluyente y el logro de la justicia ambiental. 
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El texto recoge varios de los análisis realizados en el marco de la investi-

gación que sobre participación ambiental venimos desarrollando desde hace 

varios años2 y pretende servir como insumo para la divulgación y compren-

sión del Acuerdo de Escazú de todos los actores que trabajan o ejercen com-

petencias en materia ambiental. 

2	 Especialmente, las obras Yo participo, tú participas, otros deciden: la participación am-
biental en Colombia (Friedrich-Ebert-Stiftung y Foro Nacional Ambiental, Bogotá, 2021) 
y Fundamentos del derecho ambiental colombiano (Friedrich-Ebert-Stiftung y Foro Nacio-
nal Ambiental, Bogotá, 2022). 
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ANTECEDENTES Y ORÍGENES

Según Barroso y Campos Mello (2023), el Acuerdo de Escazú es el resultado 

de la combinación de dos conjuntos de normas. El primero está relaciona-

do con el derecho internacional de los derechos humanos, en cuyo ámbito se 

destaca el Pacto internacional de derechos civiles y políticos (PIDCP), de 1966, 

reconocido como un importante marco universal para la afirmación de los 

derechos a la información y a la participación en los asuntos públicos. En el 

ámbito regional, la Convención americana sobre derechos humanos (CADH), 

de 1969, que garantiza la libertad de buscar, recibir y difundir información e 

ideas, así como el derecho a la defensa, a un juez competente, independiente 

e imparcial, y el derecho a la revisión de la sentencia por un juez superior. 

El segundo conjunto de normas se refiere al derecho internacional am-

biental. En este sentido, la Declaración de la Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre el Medio Humano (Declaración de Estocolmo), de 1972, es con-

siderada el principal instrumento a partir del cual se desarrolló el derecho 

ambiental moderno, reconociendo la relación entre la protección al medio 

ambiente equilibrado, el disfrute de los demás derechos humanos y el de-

sarrollo económico. Regionalmente, el Protocolo adicional a la Convención 

americana sobre derechos humanos en materia de derechos económicos, so-

ciales y culturales (Protocolo de San Salvador), de 1988, estableció el derecho 

de toda persona a vivir en un medio ambiente sano, a contar con servicios 

públicos básicos, así como el deber de los Estados parte de protegerlo, preser-

varlo y mejorarlo.

Como antecedentes del Acuerdo de Escazú es de destacar que la Organi-

zación de las Naciones Unidas (ONU), con el propósito de reconocer y proteger 
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los derechos de todas las personas, aprobó la Declaración universal de dere-

chos humanos de 1948 que, en relación con la participación, en su artículo 

21 señala el derecho de toda persona a intervenir en el gobierno de su país, 

directamente o mediante la elección libre de representantes; asimismo, el 

de acceder a las funciones públicas de su país en condiciones de igualdad, 

reconociendo también que la base de la autoridad del poder público es la 

voluntad del pueblo, la cual se expresa por medio de elecciones auténticas, 

celebradas cada cierto periodo, por medio del sufragio universal y en el mar-

co de un procedimiento que dé garantías de la libertad del voto (ONU, 1948). 

En el mismo sentido, el Pacto internacional de los derechos civiles y polí-

ticos de 1966 reitera el derecho a la participación, y en su artículo 25 consagra 

que: 

Todos los ciudadanos gozarán […] y sin restricciones indebidas, de los 

siguientes derechos y oportunidades: 

a) 	Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 

medio de representantes libremente elegidos; 

b) 	Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por 

sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre ex-

presión de la voluntad de los electores; 

c) 	Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 

públicas de su país. 

En el ámbito regional, la Organización de los Estados Americanos (OEA) 

en la Declaración americana de los derechos y deberes del hombre de 1948, 

incorpora el derecho ciudadano a la participación desde un carácter abstrac-

to, encontrando en el artículo XX que toda persona, capaz legalmente, tiene 

derecho a formar parte del gobierno de su país, de manera directa o mediante 

sus representantes, así como a intervenir en las elecciones populares, por 

medio del voto secreto, genuino, periódico y libre. 

Igualmente, la Carta democrática interamericana de la OEA, adoptada por 

aclamación en una Asamblea General extraordinaria celebrada en Lima el 11 

de septiembre de 2001, establece lo siguiente: 
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Artículo 6. La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas 

a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también 

una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democra-

cia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la 

democracia. 

Artículo 7. La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de 

las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter 

universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las respectivas 

constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e 

internacionales de derechos humanos.

En Europa, en el marco de la Conferencia ministerial de medio ambiente 

para Europa, realizada en 1998 Aarhus (Dinamarca), se aprobó el Convenio 

sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de 

decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, denomina-

do también Convenio de Aarhus. En este instrumento internacional se pone 

de presente el derecho que tiene toda persona a vivir en un ambiente sano 

que garantice su salud y bienestar, así como el deber que recae en cada ciuda-

dano de proteger y mejorar las condiciones del entorno para las generaciones 

presentes y futuras. 

Para materializar el cumplimiento del derecho y deber mencionados, este 

Convenio refiere el requerimiento de que las personas tengan acceso a la in-

formación estén facultadas para participar en la toma de decisiones y tengan 

acceso a la justicia ambiental. Ello porque esto contribuye en la tarea de sen-

sibilizar a la población sobre los problemas ambientales y, de igual manera, 

a que pueda expresar sus preocupaciones y ayudar a las instituciones estata-

les a tenerlas en cuenta. Asimismo, permite garantizar la transparencia en la 

toma de decisiones de los órganos públicos, la eficacia en su implementación 

y el apoyo de la ciudadanía a las mismas. 

El Convenio de Aarhus sirvió de inspiración y modelo para el Acuerdo 

de Escazú, un hito en la promoción de la participación ciudadana en asuntos 

ambientales, al establecer los principios fundamentales de acceso a la infor-

mación, participación pública y acceso a la justicia en asuntos ambientales 
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(Orellano, 2023) dentro del contexto europeo, proporcionando una base sóli-

da para sus disposiciones.

Pese a que este instrumento es de carácter regional europeo, reviste de 

gran importancia por el desarrollo que procura darle a lo dispuesto en el prin-

cipio 10 de la Declaración de Río de Janeiro de 1992, pues además de incluir 

la necesidad de que las legislaciones nacionales tengan en cuenta la infor-

mación, participación y justicia ambiental, contiene algunas medidas para 

hacer realidad estos objetivos, entre ellas, favorecer la educación ecológica de 

los ciudadanos, concientizar a la población respecto a los problemas del me-

dio natural y sobre las medidas y mecanismos a los que puede recurrir para 

materializar su participación, información y acceso a la justicia ambiental 

(Rodríguez, 2021).

A su vez, la Convención de las Naciones Unidas sobre desarrollo soste-

nible, conocida como Río +20, celebrada en 2012, representó un punto de 

inflexión en la promoción de la sostenibilidad y la participación ciudadana 

en la región, al reconocer la importancia de garantizar un ambiente propicio 

para la participación pública en asuntos ambientales, lo que contribuyó a la 

posterior formulación del Acuerdo de Escazú (UN, 2012). 

Es pertinente mencionar también la Agenda 2030 para el desarrollo sos-

tenible, como un plan de acción que tiene como eje central a las personas, el 

planeta, la prosperidad, la paz y las alianzas. Esta agenda plantea diecisiete 

Objetivos de desarrollo sostenible (ODS) y ciento sesenta y nueve metas para 

lograrlo desde el ámbito social, económico y, por supuesto, ambiental. Estos 

Objetivos pretenden ser la guía para el trabajo de la ONU hasta 2030 e inclu-

yen asuntos relativos a la reducción de los daños ambientales, el papel de los 

recursos naturales y los ecosistemas para el desarrollo de la vida humana, las 

oportunidades y sostenibilidad económica y la resiliencia social y ecológica. 

La Agenda 2030 fue el resultado de una negociación abierta, democrática 

y participativa entre la sociedad civil, el sector académico, el sector privado y 

los representantes de los Estados parte. Este instrumento internacional ubica 

como fundamento el respeto por la igualdad y la dignidad de las personas y 

la importancia de modificar el estilo de desarrollo que se tenía hasta la fecha, 
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como una medida para el cambio y la prevención de los desastres naturales 

extremos, la mitigación y la adaptación al cambio climático.

En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible 

de 2012, Río +20, se discutió también sobre la participación, y en su docu-

mento final “El futuro que queremos”, cuya meta es la incorporación del de-

sarrollo sostenible en todos los niveles, integrando sus aspectos económicos, 

sociales y ambientales, reconociendo los vínculos existentes entre ellos para 

las presentes y futuras generaciones, se dispuso que la participación ciuda-

dana es un eje central para alcanzar el desarrollo sostenible. Por tanto, que 

considera necesario que los Estados garanticen la igualdad entre géneros, la 

inclusión de los niños y jóvenes y el compromiso de la sociedad civil, el sec-

tor público y el privado, en la intervención en decisiones que puedan afectar 

su vida y su futuro. Siendo necesaria para esta participación el acceso a la 

información y a la justicia ambiental.

Así las cosas y respecto a la participación en materia ambiental, se dispu-

so como una de las metas de los Objetivos de desarrollo sostenible asegurar 

el acceso a la información, la participación plena y efectiva de toda la socie-

dad civil en todos los niveles decisorios en asuntos políticos, económicos y 

públicos, en especial de los grupos importantes, entre ellos las mujeres, los 

pueblos indígenas, los grupos étnicos y demás comunidades locales, así como 

el deber de garantizar la igualdad de oportunidades en liderazgos y el acceso 

a la justicia ambiental.

Es necesario señalar también que el Acuerdo de Escazú tiene sus raíces 

en la creciente preocupación por la protección del ambiente y los derechos 

humanos en América Latina y el Caribe, lo cual se vislumbra en la inclusión 

de normas asociadas a la salvaguarda del entorno en varias constituciones 

políticas de la región1. Lo anterior demuestra cómo, en los últimos tiempos, 

1	 Es el caso de Bolivia, Ecuador y Venezuela, que en sus cartas más recientes incluyeron 
disposiciones dirigidas a garantizar los derechos de la naturaleza, así como mecanismos 
de protección. Sobre el particular se recomienda revisar Los derechos de la naturaleza. 
Una revolución legal que podría salvar el mundo, de David R. Boyd (2020). 
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el derecho ambiental ha ganado un puesto importante en el ámbito jurídico, 

hecho que refleja la inquietud actual por los problemas ambientales y la rela-

ción del ser humano con la naturaleza, como se ve, por ejemplo, en Ecuador 

y Bolivia. 

La Constitución ecuatoriana inicia su preámbulo celebrando la naturale-

za, la Pacha Mama, de la que se considera parte el pueblo y que es vital para 

su existencia. Además, hace referencia a los derechos del buen vivir, entre los 

cuales está el derecho al agua y a un ambiente sano y ecológicamente equi-

librado, promoviendo la sostenibilidad y el buen vivir (sumak kawsay). Esta 

Carta política garantiza derechos colectivos como el que tienen las comunas, 

comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, entre otros, a participar 

en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos naturales 

renovables que se hallen en sus tierras y a la consulta previa, libre e informa-

da. Asimismo, cuentan con el derecho a participar mediante sus representan-

tes en la definición de las políticas públicas que les conciernen, así como en 

el diseño y definición de sus prioridades en los planes y proyectos del Estado. 

También a ser consultados sobre los asuntos que los afectan. 

Las y los ecuatorianos gozan del derecho a participar en los asuntos de 

interés público y a ser consultados antes de la adopción de una medida legis-

lativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos. También se 

garantiza el derecho a tomar decisiones libres, responsables e informadas; a 

desarrollar actividades económicas, en forma individual o colectiva, confor-

me a los principios de solidaridad y responsabilidad social y ambiental; a vi-

vir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de contaminación 

y en armonía con la naturaleza. 

Por su parte, la Constitución política de Bolivia integra y articula los pro-

pósitos para avanzar hacia una Bolivia democrática, productiva, portadora e 

inspiradora de la paz, comprometida con el desarrollo integral y con la libre 

determinación de los pueblos. Señala, de igual forma, que los pueblos indíge-

nas originarios campesinos gozan del derecho a vivir en un ambiente sano, al 

manejo y aprovechamiento adecuado de los ecosistemas y a la participación 

en los beneficios.
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Esta carta política establece que las personas bolivianas tienen derecho a 

un ambiente saludable, protegido y equilibrado. El ejercicio de este derecho 

debe permitir a los individuos y colectividades de las generaciones presen-

tes y futuras, además de otros seres vivos, desarrollarse de manera normal 

y permanente. Para garantizarlo, cualquier persona, a título individual o en 

representación de una colectividad, está facultada para ejercitar las acciones 

legales en defensa del derecho al medio ambiente, sin perjuicio de las obliga-

ciones de las instituciones públicas de actuar de oficio frente a los atentados 

contra este. 

En materia de participación y control social, esta Carta señala que el pue-

blo soberano, por medio de la sociedad civil organizada, puede participar en 

el diseño de las políticas públicas y ejercer el control social a la gestión públi-

ca en todos los niveles del Estado y a las empresas e instituciones públicas, 

mixtas y privadas que administren recursos fiscales. 

La participación y el mencionado control social implican, entre otros 

aspectos, participar en la formulación de las políticas del Estado; apoyar al 

órgano legislativo boliviano en la construcción colectiva de las leyes; desa-

rrollar el control social en todos los niveles del Gobierno y en las entidades; 

y generar un manejo transparente de la información y del uso de los recursos 

en todos los espacios de la gestión pública. Dispone, además, que la informa-

ción solicitada por el control social no puede denegarse y debe ser entregada 

de manera completa, veraz, adecuada y oportuna. 

Ahora bien, como antecedente en el ámbito normativo colombiano, la 

Ley 23 de 1973, Por la cual se conceden facultades extraordinarias al Presi-

dente de la República para expedir el Código de recursos naturales y pro-

tección al medio ambiente y se dictan otras disposiciones, reconoció por 

primera vez al medio ambiente como patrimonio común, señalando además 

que su mejoramiento y conservación son actividades de utilidad pública en 

las que deben participar el Estado y los particulares. A su vez, el Decreto-Ley 

2811 de 1974, es decir el Código nacional de recursos naturales renovables 

y de protección al medio ambiente, resaltó la participación y la educación 

como elementos preponderantes para la gestión del entorno.
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Por su parte, la Constitución política de Colombia incorporó la protec-

ción al ambiente y, a su vez, incluyó disposiciones específicas destinadas a 

garantizar la preservación de los recursos naturales y a fomentar su desarrollo 

sostenible. Esto hace del texto constitucional un instrumento fundamental 

para la promoción de un ambiente sano y la gestión sostenible de los recursos 

naturales dentro del país. Nuestra Carta política incluyó importantes avan-

ces en materia ambiental, especialmente porque consagra las obligaciones 

que tiene el Estado respecto a proteger las riquezas culturales y naturales 

de la Nación (artículo 8°); proteger la diversidad e integridad del ambiente 

(artículo 79); conservar las áreas de especial importancia ecológica (artícu-

lo 79); fomentar la educación ambiental (artículo 79); planificar el manejo y 

aprovechamiento de los recursos naturales para así garantizar su desarrollo 

sostenible, su conservación, restauración o sustitución (artículo 80); prevenir 

y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y 

exigir la reparación de los daños causados al ambiente (artículo 80); y coo-

perar con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las 

zonas de frontera (artículo 80). 

Las cartas políticas de estos tres países aportaron elementos fundamen-

tales sobre la importancia de la participación en asuntos ambientales, y en 

conjunto con el Principio 10 de la Declaración de Río de 1992 se constituyen 

en antecedentes fundamentales sobre los debates en esta materia. 

Ello ha contribuido a que en el derecho internacional de los derechos 

humanos haya habido un reconocimiento progresivo del ambiente como un 

derecho humano, toda vez que “el derecho a vivir en un medio ambiente 

sano se ha ido desarrollando y cobrando importancia, hasta que su innegable 

vínculo con los derechos humanos ha sido reconocido por parte de la comu-

nidad internacional” (Aguilar Campos, 2020).

Este reconocimiento es el resultado de un trabajo de organizaciones 

civiles y gobiernos que han venido generando declaraciones e instrumentos 

de derecho internacional desde 1972 (Estocolmo) y que lograron consolidar 

en 1992 (Río de Janeiro) con la estructuración del concepto de democracia 

ambiental. Este último se desarrolla en diferentes preceptos normati-
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vos2 como el derecho de acceso y divulgación de la información ambiental, 

la participación pública en las decisiones ambientales y la garantía de ac-

ceso a los mecanismos judiciales y administrativos de la justicia ambiental. 

Tal expresión de derecho internacional es el resultado también de la con-

sagración de sistemas democráticos abiertamente participativos en diferentes 

contextos del globo. Por ejemplo, la democracia participativa constituye un 

pilar fundamental en el sistema jurídico de Colombia y se desdobla en dos 

dimensiones de gran importancia. Por un lado, se incluye como principio y 

derecho humano; por otro, se materializa mediante una dimensión procedi-

mental que detalla las reglas, escenarios y mecanismos que permiten su im-

plementación efectiva. En esta línea, es menester resaltar que la normatividad 

constitucional incorpora asimismo esquemas para la implementación efecti-

va de los derechos de acceso a la información en los artículos 23, 49, 58, 63, 

79, 80, 81, 90, 95-8 y 268-7; a la participación en los artículos 7º, 79, 246 y 339; 

y a la justicia en los artículos 79, 80, 86, 87, 88, 89, 90, 150, 246, 277-4 y 282-5. 

Como se dijo, el Acuerdo de Escazú tiene su origen en la Conferencia 

de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río +20) y se funda-

menta en el mencionado Principio 10 de la Declaración de Río. Es el fruto 

de una fase preparatoria de dos años y de nueve intensas reuniones de su 

Comité de Negociación. Durante las negociaciones, lideradas por Chile y 

Costa Rica en su calidad de Copresidentes y por otros cinco integrantes de 

la Mesa Directiva (Argentina, México, Perú, San Vicente y las Granadinas y 

Trinidad y Tobago), se reunieron delegados gubernamentales, representantes 

de la ciudadanía y del sector académico, expertos y otras partes interesadas, 

que participaron activamente, de manera colaborativa y en pie de igualdad 

(Bárcena, 2018).

Teniendo en cuenta estos antecedentes, es posible establecer las caracte-

rísticas e importancia que tiene para promover la democracia ambiental en 

2	 Ver, por ejemplo, el Convenio de Aarhus, que consagra los derechos de acceso en el marco 
común europeo de derechos humanos.
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Colombia, sin perjuicio de señalar los principales debates y retos existentes 

en esta materia. 

Es importante reiterar, previamente, algunos asuntos destacables del 

Acuerdo, como que su objetivo es garantizar la implementación plena y efec-

tiva de los derechos de acceso a la información ambiental, participación pú-

blica en los procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia 

en asuntos del ramo. Además, busca fomentar la creación y el fortalecimiento 

de las capacidades y la cooperación en esta área, contribuyendo de esta mane-

ra a la protección del derecho de cada individuo, de las generaciones actuales 

y de las que están por venir, a vivir en un entorno saludable y a promover el 

desarrollo sostenible. Se diferencia del Convenio europeo de Aarhus en dos 

asuntos particulares: la atención a la grave problemática de los defensores del 

ambiente y el enfoque que propone en favor de pueblos étnicos. 

El principal propósito del Acuerdo de Escazú es desarrollar el principio 

10 de la Declaración de Río de 1992 (incorporada a legislación colombiana 

mediante la Ley 99 de 1993), ofreciendo a los Estados un medio adicional para 

fortalecer la capacidad de protección de todas las personas, de las generacio-

nes actuales y de las futuras, a vivir en un ambiente sano. El Acuerdo resume 

varias décadas de esfuerzo en los ámbitos internacionales y nacionales en 

materia de ambiente y derechos humanos. 

Su relevancia para el territorio colombiano radica en las disposiciones 

que buscan el fortalecimiento de la democracia ambiental promoviendo la 

incidencia de la ciudadanía en los asuntos ambientales. Lo que les permite 

ser partícipes de las políticas y proyectos del ramo de manera más eficaz, 

promoviendo la toma de decisiones transparente y equitativa e impulsando 

la responsabilidad de las instituciones y empresas involucradas en proyectos 

y políticas ambientales. 

Además, da un papel importante a la prevención de conflictos ambienta-

les asociados a la falta de información o participación en las decisiones am-

bientales, puesto que posibilita que las comunidades tengan voz en proyectos 

y políticas que afecten sus territorios, evitando futuros conflictos generados 

por la carencia de estos espacios democráticos. Implica, a su vez, procesos de 
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capacitación, reflexión y exámenes profundos respecto de la incidencia que 

tienen los proyectos de desarrollo en aspectos sociales, culturales, ambienta-

les y económicos de los territorios. 

El Acuerdo ofrece asimismo la oportunidad de ejercicios de cooperación 

entre los países de la región, fortaleciendo la capacidad para abordar las cues-

tiones ambientales transfronterizas, mejorando la gestión de los ecosistemas 

compartidos, la protección de la biodiversidad y el intercambio de experien-

cias y aprendizajes. 

Según Rank y Barboza (2023), es, indiscutiblemente, un tratado inter-

nacional relevante y necesario para combatir las problemáticas detalladas y 

que se desprenden perfectamente de su título. Combatir la asimetría de infor-

mación, asegurar la participación pública y el acceso a la justicia, sumado al 

reconocimiento de la labor de las personas defensoras de derechos humanos, 

ayuda a eliminar las ambivalencias que se traducen en discriminación, par-

ticularmente de aquellos grupos en situación de vulnerabilidad3, pero cuyos 

efectos los sienten todas las personas que habitan este planeta. 

Es de resaltar que es el primer tratado internacional en consagrar dis-

posiciones para la protección de los derechos de las personas defensoras de 

derechos humanos en asuntos ambientales, tema de gran importancia para 

Colombia al ser uno de los países donde más se asesinan las personas que tra-

bajan en asuntos relacionados con la conservación y protección del entorno. 

Esta es quizá la temática más innovadora del Acuerdo, al establecer la obli-

gación de los Estados de proteger a las personas que defienden el ambiente, 

3	 Artículo 2e). “Por “personas o grupos en situación de vulnerabilidad” se entiende aquellas 
personas o grupos que encuentran especiales dificultades para ejercer con plenitud los 
derechos de acceso reconocidos en el presente Acuerdo, por las circunstancias o condi-
ciones que se entiendan en el contexto nacional de cada Parte y de conformidad con sus 
obligaciones internacionales”.
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lo cual busca mitigar la situación crítica que afrontan sus defensores en los 

países de América Latina4.

En consecuencia, como manifiesta el magistrado Pérez Manrique (2023), 

el Acuerdo de Escazú, además de ser un instrumento para la protección am-

biental, es un tratado sobre derechos humanos. Ello es un reflejo de la in-

terdependencia entre ambiente y derechos humanos, y evidencia la necesidad 

de seguir construyendo sinergias entre ambas materias. Así las cosas, este 

instrumento internacional contribuye a prevenir y solucionar los conflictos 

relacionados con el uso, manejo y apropiación de los recursos naturales y el 

ambiente, cuyas causas principales tienen que ver con la escasa información, 

la ausencia o limitación a la participación y las injusticias que se presentan 

en la materia (Rodríguez, 2021).

4	 Global Witness (2023) revela que en 2022 fueron asesinadas ciento setenta y siete perso-
nas defensoras del ambiente, el 88% de estas en América Latina y el Caribe. Colombia, 
con sesenta asesinatos, ocupa el primer lugar y reúne casi el 30% del total global. 
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PRINCIPIOS DEL ACUERDO1

Siendo conscientes de los avances alcanzados en los instrumentos interna-

cionales y regionales y en las legislaciones y prácticas nacionales relativos 

a los derechos de acceso a la información ambiental, participación pública 

en los procesos de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en 

asuntos ambientales como lo plantea el Acuerdo de Escazú, este incluye unos 

principios que aportan elementos para su aplicación. Los cuales representan 

un gran avance en materia de principios en derechos humanos y ambientales 

y pueden redundar en nuevos enfoques que permiten su progresividad y que 

vale destacar y hacer las siguientes reflexiones. 

2.1 De transparencia y de rendición de cuentas 

En palabras de Fuenmayor (2004), en los sistemas democráticos representa-

tivos y participativos el funcionamiento de las actividades está ligado a la 

capacidad que tengan los ciudadanos de acceder a la información que se basa 

en el principio de transparencia democrática, cuyo fin es garantizar la liber-

tad de todos.

Así las cosas, en el Acuerdo de Escazú se señala que el principio de trans-

parencia es un deber de los Estados y las organizaciones privadas para dar 

acceso y divulgar la información de las estructuras, procesos, operaciones, 

1	 Este aparte recoge las reflexiones publicadas en el texto sobre el artículo 4 correspondien-
te a los principios, contenido en el libro Comentario al Acuerdo de Escazú sobre derechos 
ambientales en América Latina y el Caribe. Konrad-Adenauer-Stiftung. 2023.
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desempeño y todos aquellos datos que puedan ser de interés de los ciudada-

nos. De manera relacionada, se exige la rendición de cuentas de las acciones 

y los resultados de los particulares.

La Asamblea General de la OEA establece que este principio es un requi-

sito indispensable para el funcionamiento de la democracia porque en el mar-

co del sistema democrático participativo y representativo, la ciudadanía tiene 

garantizado el acceso a la información completa, oportuna y clara sobre las 

decisiones y actuaciones del Estado (OEA, Resolución AG/Res. 1932 de 2003). 

Al aterrizar este principio en materia ambiental, el Convenio de Aarhus esta-

blece que la transparencia y la rendición de cuentas son elementos transver-

sales para la interpretación de este instrumento, reconociendo la importancia 

de la transparencia en la gestión de la administración pública y de todos los 

entes estatales. Estos principios están estrechamente relacionados con el ac-

ceso a la información, la participación ciudadana y la justicia ambiental. 

En la Sentencia C-644 de 2017 la Corte Constitucional resaltó que el dere-

cho de acceso a la información cumple con funciones como: 1) garantizar la 

participación democrática y el ejercicio de derechos políticos; 2) servir de ins-

trumento para que la ciudadanía conozca las condiciones para ejercer otros 

derechos; y 3) garantizar la transparencia de la gestión pública y un mecanis-

mo de control público. A su vez, este derecho impone dos deberes al Estado: 

proporcionar información completa, oportuna, cierta y actualizada sobre la 

actividad a quien lo requiera; y velar por la preservación y el mantenimiento 

de la información sobre su funcionamiento.

En palabras de Rodríguez (2021), la transparencia tiene un carácter pasivo 

porque implica que el Estado permita el acceso a la información de las accio-

nes que ha adelantado; y la rendición de cuentas tiene un carácter activo, toda 

vez que exige la exposición de los motivos que fundamentan las acciones que 

se han llevado a cabo, exige resultados y la responsabilidad de cada uno de 

ellos.

El Acuerdo de Escazú consagra entre sus principios la transparencia y 

la rendición de cuentas, principios que se han reconocido como elementos 

esenciales de la buena gobernanza y la gestión pública eficaz. 
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En ese sentido, se comprende que el de transparencia es el deber que 

tienen el Estado y las organizaciones privadas de dar acceso y divulgar la 

información de sus estructuras, acciones, servicios, procesos, operaciones, 

resultados, recursos, desempeño, etcétera. En otras palabras, se trata de la 

obligación de honestidad en la actuación del Estado y el sector privado y de 

la posibilidad de que sea sometida a verificación por parte de la ciudadanía. 

Con base en esta transparencia, se exige la correlativa rendición de cuentas, 

es decir, la debida justificación y responsabilidad de las decisiones, acciones 

y resultados que se generen en la actuación estatal y de los particulares.

Sobre este particular, la Declaración de principios sobre libertad de ex-

presión del año 2000 de la Organización de los Estados Americanos establece, 

en el principio 4, que el Estado es un medio para alcanzar el bien común, por 

lo que, como titular de la información, debe garantizar una posición servicial, 

“aportando aquella documentación que hubiera sido previa, correcta y cla-

ramente solicitada, en la medida en que no se encuentre temporalmente ex-

cluida del ejercicio del derecho”. Por lo tanto, añade la Asamblea General de 

la OEA en la Resolución AG/Res. 1932 de 2003, este principio es un “requisito 

indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia”, ya que en el 

marco de un sistema democrático participativo y representativo, la ciudada-

nía tiene garantizado el acceso a la información completa, oportuna y clara 

sobre las decisiones y actuaciones del Estado, y a su verificación y discusión. 

En materia ambiental, el Convenio de Aarhus dispone que la transparen-

cia y la rendición de cuentas son elementos transversales en la interpretación 

de este instrumento. Se reconoce la importancia de la transparencia en la 

actuación de la administración pública y todos los órganos estatales, y en el 

fortalecimiento de la democracia y toma de decisiones, así como su interre-

lación con la garantía del acceso a la información, a la participación y a la 

justicia ambiental. 

De igual modo, los Principios de gobernanza efectiva para el desarrollo 

sostenible, elaborados por el Programa de las Naciones Unidas para el Desa-

rrollo (PNUD), consagran la transparencia y la rendición de cuentas como ele-

mentos facilitadores de las instituciones públicas eficaces. Son prerrogativas 
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que guían la actuación del Estado, en la medida que les exigen a las entidades 

desempeñar sus funciones de manera abierta y franca, facilitando el acceso a 

la información de los ciudadanos y su escrutinio, con excepciones limitadas 

y establecidas específicamente en la ley. 

Referente a este principio, la Agenda 21 propone la elaboración de un 

programa sobre el medio ambiente/comercio y desarrollo, en el cual incluye 

el principio de transparencia junto a su compatibilidad con obligaciones in-

ternacionales como una garantía frente a los casos en que se usen medidas 

comerciales con relación al ambiente. 

En el caso del Pueblo Indígena de Sarayaku vs. Ecuador, la Corte Interame-

ricana de Derechos Humanos (Corte IDH) agregó que estos principios impli-

can una obligación positiva del Estado de brindar la información de manera 

oficiosa, bajo la figura de la obligación de transparencia activa, por lo que 

la información suministrada debe ser completa, comprensible, actualizada y 

darse a través de medios efectivos que les permitan a los diferentes sectores 

de la población acceder a ella. 

En esos términos, se consagra el derecho de toda persona a solicitar el 

acceso a la información que tiene el Estado, salvo en las excepciones permi-

tidas, y a que este la entregue, así no se acredite un interés directo o afecta-

ción personal sobre la misma para su obtención. A su vez, debe permitirse su 

circulación en la sociedad para garantizar a todos los ciudadanos el acceso a 

la información y su discusión como se establece en la Opinión Consultiva 23 

sobre medio ambiente y derechos humanos de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH). 

Dicha Comisión ha señalado que estos principios permiten el control de-

mocrático de las gestiones estatales, en la medida que es posible cuestionar, 

indagar y exigir el cumplimiento adecuado de las funciones públicas y la 

gestión ambiental. 

En virtud de lo anterior, el principio de transparencia es uno de los 

elementos de prevención de conflictos ambientales y de formación de una 

ciudadanía activa, necesaria para la democracia ambiental. Sin duda, la par-

ticipación en el proceso de toma de decisiones mejora la eficiencia y la 
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credibilidad en el sector público. En momentos en que el mundo enfrenta 

una situación financiera crítica y los recursos son cada vez más escasos, son 

indispensables las alianzas público-privadas y el trabajo conjunto con los di-

ferentes sectores de la sociedad en marcos de transparencia y colaboración 

(Madrigal, 2021). 

Garantizar que el Estado de derecho actúe como condición habilitante 

para la prosperidad de las naciones requiere una mejor implementación y 

cumplimiento de las leyes ambientales. La democracia ambiental cumple aquí 

un papel esencial. El fortalecimiento de los actores sociales permite visibili-

zar los costos reales de cada actividad, así como los beneficiados y afectados. 

Cuando las leyes se deliberan conjuntamente, son conocidas y es más factible 

que sean aplicadas a todos por igual; cuando su aplicación es justa y eficiente 

y existen sistemas de rendición de cuentas e instancias independientes a las 

cuales recurrir en caso de vulneración de derechos, las políticas, los planes y 

las inversiones son más eficientes desde el punto de vista ambiental, social, 

económico y de derechos humanos, y permiten la distribución equitativa de 

los beneficios económicos y de los impactos ambientales de las actividades 

(Bárcena, Torres y Muñoz Ávila, 2021).

Por ello, en la implementación del Acuerdo de Escazú se exige que la 

transparencia y la rendición de cuentas tengan una actitud activa, lo cual 

significa que la actuación del Estado sea proactiva en lo referente a la disposi-

ción de la información y los canales de verificación y discusión.

2.2 De no regresión y de progresividad 

El principio de no regresión involucra el no retroceso respecto al reconoci-

miento, protección e implementación de los derechos alcanzados, es decir, no 

es posible empeorar la situación preexistente en cuanto al alcance, la ampli-

tud o la eficacia de las garantías adquiridas ni afectar de manera negativa el 

grado de desarrollo actual (Cepal, 2018).

En asuntos ambientales, según Ramón López (2023) el principio de no 

regresión implica una obligación negativa de no hacer, es decir, de no retro-

ceder en el nivel de protección ambiental alcanzado mediante derogatorias o 
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medidas negativas (como se citó en Peña Chacón, 2012). En la misma línea, 

este autor establece que este principio es una adaptación jurídica de la idea 

del progreso humano fundamentado en el desarrollo sostenible y la solidari-

dad con las futuras generaciones, por lo que es posible interpretar la no regre-

sión como una limitación a los poderes públicos en la regulación del derecho 

ambiental y la protección alcanzada en el entorno.

Según Amaya-Arias (2016), la no regresión en materia ambiental impone 

límites a los poderes públicos en relación con la disminución o afectación 

significativa del nivel de protección ambiental alcanzado, y el deber correla-

tivo de justificar las razones que llevaron a optar por dicho retroceso. En con-

traste, Alvarado-Mosquera establece que el principio de no regresión apunta 

a que, si se ha llegado a un nivel de protección del derecho a gozar de un 

ambiente sano, no debe darse un paso atrás en tal nivel, porque ese paso atrás 

conlleva su vulneración (Alvarado-Mosquera, 2020). 

En palabras de Amaya (2016), el principio de no regresión encuentra su 

fundamento en tres conceptos fundamentales distintos: 1) el concepto de na-

turaleza jurídica, basada en el carácter finalista que tiene el derecho ambiental 

y el derecho ambiental internacional, al que se le pretende dar a la no re-

gresión, que tiene como finalidad la protección del medio ambiente y de los 

recursos naturales en pro de la humanidad; 2) el de naturaleza política, que 

debe aceptar la aplicación del principio de progresión de los derechos huma-

nos, incluida su doble connotación: progresividad y no regresividad, que, a su 

vez, plantea un asunto adicional concerniente a la relación con las generacio-

nes futuras; 3) por último, el concepto de naturaleza científica, ya que existen 

fundamentos de naturaleza científica derivados de la relación entre la ciencia 

y el derecho ambiental, lo cual ayuda a determinar su contenido y aplicación.

En cuanto al principio de progresividad, implica el deber de avanzar pro-

gresivamente en la protección de los derechos ambientales, sin retroceder a 

normas menos garantes que las vigentes. Así, se establece un imperativo que 

busca la mejoría y el progreso constantes de las condiciones existentes, de 

manera progresiva y gradual, buscando la protección del ambiente y de los 

derechos de las personas (Peña Chacón, 2012).
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Este principio es una limitación al poder de las autoridades para promul-

gar normas en menoscabo de los progresos anteriores alcanzados. En otras 

palabras, es un deber de avanzar gradual, constante y sistemáticamente en la 

garantía de los derechos a fin de que no se vean afectados por disposiciones 

que reduzcan el ámbito de protección alcanzado (Londoño-Toro et al., 2010). 

En la Sentencia C-228 de 2011 la Corte Constitucional establece que el 

principio de progresividad impone al Estado la obligación de seguir hacia 

adelante en el goce pleno de los derechos reconocidos, procurando aumentar 

la cobertura y las garantías propias, mediante medidas legislativas, adminis-

trativas o de cualquier otra naturaleza. 

En conclusión, el Acuerdo de Escazú incorpora los principios de no re-

gresividad y progresión como una exención complementaria e interdepen-

diente que impone a los Estados la obligación negativa de no retroceder o 

menoscabar las disposiciones consagradas en este instrumento internacio-

nal, y la obligación positiva de avanzar en su efectividad y desarrollo. Por lo 

cual, sus cláusulas buscan compromisos mínimos de los Estados respecto a 

la garantía de derechos humanos para fortalecer la democracia ambiental, su 

alcance y efectividad.

2.3 Preventivo

De conformidad con Rodríguez, Gómez-Rey y Monroy-Rosas (2012), este 

principio busca utilizar los medios técnico-jurídicos necesarios para no 

afrontar pérdidas ambientales irreparables ante los riesgos, lo cual se ma-

terializa mediante la creación de políticas, mecanismos e instrumentos de 

gobierno que busquen evitar y reducir los impactos y los daños generados 

al ambiente. 

El principio preventivo busca permitir a los Estados contar con una he-

rramienta de interpretación jurídica para actuar en situaciones donde existe 

la certeza de un riesgo potencial de daño grave al ambiente y a la salud hu-

mana, por lo que es posible aplicarlo a situaciones en donde la prevención 

exige la atención prioritaria e integrada de las causas y fuentes de los riesgos 
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ambientales cuando exista certeza absoluta de la peligrosidad del daño, pro-

curando de esta manera prevenir los efectos negativos que se pueden produ-

cir sobre el ambiente (Cafferatta, 2004).

El principio de prevención rige en las situaciones en las que se tiene 

conocimiento de la posibilidad de la generación de daños ambientales con 

ocasión del desarrollo de los proyectos, obras o actividades. En la Senten-

cia C-073 de 2010, la Corte Constitucional dispone que este principio opera 

cuando se está ante situaciones en las que hay pleno conocimiento de la 

posibilidad de la generación de daños o riesgos derivados de un proyecto, 

obra o actividad, por lo que las autoridades competentes deberán adoptar 

medidas para evitar que el riesgo o el daño se produzca, mitigar o reducir las 

repercusiones. 

En el Acuerdo de Escazú el principio de prevención establece que las 

disposiciones consagradas en este instrumento deberán ser interpretadas e 

implementadas dentro de un marco preventivo que busque la protección de 

los derechos humanos, que evite los riesgos y los daños ambientales y que le 

permita a los Estados tener la seguridad de reaccionar de manera diligente 

ante las posibles afectaciones negativas que puedan incidir en la salud huma-

na y el entorno (Rodríguez, 2022).

2.4 Precautorio

Está contenido en la Declaración de Río que establece que cuando existe un 

peligro de daño grave o irreversible, la falta de información o certeza cientí-

fica no deberá utilizarse como motivo para postergar la adopción de medidas 

eficaces para impedir la degradación ambiental. 

De acuerdo con Vargas-Chaves (2017), este principio permite que una 

sociedad en constante cambio pueda reaccionar anticipadamente ante la pre-

sencia de peligros o de posibles peligros. Por lo cual, este principio se susten-

ta en la existencia de la incertidumbre sobre la posible generación de daños, a 

pesar de que no haya certeza científica absoluta sobre los efectos que puedan 

presentarse en el ambiente o la salud humana. 
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El principio de precaución es un instrumento idóneo y eficaz en la pro-

tección del ambiente cuando se está ante un escenario de incertidumbre cien-

tífica acerca de los riesgos o peligros de generación de daños ambientales 

graves e irreversibles (Rodríguez, 2020). A su vez, tiene una consecuencia 

adicional: la exigencia de la inversión de la carga de la prueba, que impone a 

las empresas que pretenden adelantar actividades extractivas demostrar que 

la actividad que se pretende llevar a cabo no generará ningún tipo de daño 

grave e irreversible (Uprimny Yepes y Sandoval Rojas, 2015).

Rodríguez y González Cortés (2014) precisan que la fórmula jurídica-ana-

lítica del principio de precaución consiste en: incertidumbre científica + sos-

pecha de daño = acción precautoria, asumiendo que la sospecha del daño 

tiene que ser realmente grave o seria y valorada de manera objetiva.

En Colombia, este principio está consignado como uno de los que hacen 

parte de la política ambiental, por lo cual la Corte Constitucional en Senten-

cia C-988 de 2004 lo considera parte del ordenamiento positivo al ubicarse en 

el rango legal, desprendiéndose de las relaciones ecológicas y de los deberes 

de protección y prevención de daños al ambiente y a la salud de las personas. 

En consecuencia, el tribunal constitucional estableció que las autoridades 

ambientales pueden ordenar la suspensión de una obra o actividad que ade-

lante una persona natural o jurídica mediante actos administrativos moti-

vados, siempre que exista peligro o riesgo de generación de un daño para el 

ambiente o los recursos naturales.

De acuerdo con este lineamiento, el Acuerdo de Escazú recopila el prin-

cipio de precaución establecido de manera previa en diferentes instrumentos 

internacionales, para que sirva como guía en su implementación, garantizan-

do los derechos de acceso y la protección de los defensores ambientales.

2.5 Equidad intergeneracional

Encuentra su origen en la responsabilidad que tiene cada generación de dejar 

a las futuras unas riquezas que no sean inferiores a las que recibieron, por lo 

cual es deber de las generaciones actuales administrar el cuidado del ambiente 
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y los recursos naturales, para garantizar que las próximas puedan gozarlos y 

disfrutarlos (Valverde, 1996).

Brown (1990) explica que la equidad entre generaciones implica una exi-

gencia básica para estas, por lo que cada una deberá contar con una base 

de recursos naturales al igual que sus antecesoras. Este principio impone de 

manera implícita las premisas de administración, fideicomiso y tenencia, que 

deberán ser conservados para garantizar que aquellos que vienen después 

puedan disfrutarlos en igual o mejores condiciones.

En Colombia, en la Sentencia C-671 de 2001 la Corte Constitucional dijo 

que la defensa del ambiente es un principio que se fundamenta en la impor-

tancia que tiene para la supervivencia del ser humano y de las generaciones 

futuras, que adquiere connotación de fundamental y que no es posible desli-

garlo de los derechos a la vida y a la salud. 

De esta manera, el derecho a un ambiente sano es un derecho del cual 

todas las personas son titulares y están legitimadas para participar en las de-

cisiones que puedan afectarlo y colaborar en su conservación. Este derecho 

esta intrínsecamente relacionado con el concepto de desarrollo sostenible, 

que implica el uso consciente y responsable de los recursos naturales y el re-

conocimiento de su finitud (Corte Constitucional, Sentencia C-048 de 2018). 

Ante este panorama, el Acuerdo de Escazú concibe la equidad inter-

generacional como un principio, y como objetivo del mismo Acuerdo, es-

tableciendo una guía de implementación, en la que los Estados parte y la 

sociedad en general tengan en cuenta a las futuras generaciones en el marco 

del ejercicio de los derechos de acceso y la protección del entorno (Rodrí-

guez, 2023). 

2.6 Soberanía permanente de los Estados                                  
sobre sus recursos naturales

La soberanía es un elemento constitutivo de los Estados que determina el 

manejo de las relaciones exteriores, a partir de la autodeterminación y su 

correspondiente facultad de decidir de forma independiente dentro de su ju-
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risdicción y respetando la soberanía de los demás Estados (Muñoz Ávila y 

Lozano Amaya, 2021).

En palabras de Valverde (1996), en materia ambiental este principio ha 

reconocido desde hace varias décadas la responsabilidad de los Estados de 

garantizar que las actividades desarrolladas en su jurisdicción o control no 

generen daños ambientales o consecuencias a otros Estados y otras áreas que 

se encuentran fuera de esa jurisdicción.

El Principio 2 de la Declaración de Río reconoce el derecho de los Estados 

a usar los recursos naturales conforme a las políticas económicas y ambien-

tales que deben garantizar el interés general y el disfrute de los derechos 

humanos de todas las personas del país. 

La Corte IDH indica que las actividades que se emprendan dentro de la 

jurisdicción de un Estado parte no deben privar a otro de la capacidad de ase-

gurar que las personas en su jurisdicción gocen y disfruten de sus derechos 

bajo la Convención (Corte IDH Opinión Consultiva OC-23/17). En la jurispru-

dencia constitucional colombiana (Corte Constitucional, Sentencia T-411 de 

1992) se ha indicado que el patrimonio natural del país pertenece tanto a las 

personas que viven en él cómo a las futuras generaciones, estableciendo el 

deber de la generación actual de proteger el ambiente para entregar el planeta 

en condiciones óptimas a las personas que vivirán después.

El principio de soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos 

naturales implica la obligación de utilizar los bienes y los servicios ambienta-

les de manera justa y armónica y de cooperar sobre la base de los sistemas de 

información que permiten aprovechar los recursos de forma sostenible, sin 

perjudicar ni obstaculizar los intereses legítimos y soberanos de los Estados 

(Rodríguez, 2023).

Por su parte, el Acuerdo de Escazú reconoce como un eje fundamental 

los principios del derecho internacional y la obligación que implica la garan-

tía de los derechos de acceso, derechos ambientales y la protección del am-

biente y de sus defensores. Aunque los Estados tienen la facultad de decidir lo 

concerniente al uso y aprovechamiento de los bienes y servicios ambientales, 
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deben hacerlo teniendo en cuenta los criterios mínimos de garantía de dere-

chos humanos y protección del entorno (Rodríguez, 2023).

En algunos escenarios y discusiones sobre las conveniencias de ratificar 

este tratado internacional surgió la preocupación respecto de la afectación a 

la soberanía que podría provocar esa ratificación, toda vez que esos críticos 

sostienen que el Acuerdo podría abrir la puerta a intervenciones externas en 

asuntos ambientales y territoriales en Colombia. 

Sobre esto se debe aclarar que el Acuerdo de Escazú no contiene dispo-

siciones que afecten la soberanía sobre los espacios terrestres, marítimos o 

aéreos del territorio nacional ni la capacidad que tiene el Estado de decidir 

sobre los mismos. Por el contrario, busca proteger los derechos de acceso 

y garantizar la seguridad de quienes promueven y defienden los derechos 

humanos en relación con los asuntos ambientales dentro de la soberanía del 

Estado colombiano. En el artículo 3 se establecen los principios de soberanía 

permanente que tienen los Estados sobre sus recursos naturales y la igualdad 

soberana de los que lo ratifiquen. 

En ese orden de ideas, el artículo 4 del Acuerdo señala expresamente que 

las obligaciones contenidas en él deberán ser incorporadas por los Estados 

según la legislación de cada uno, sin que las mismas impongan limitaciones 

o deroguen otros derechos y garantías más favorables previstas por las legis-

laciones de los que lo ratificaron. El Acuerdo busca fortalecer la institucio-

nalidad ambiental, las políticas públicas y los procedimientos ambientales 

existentes, permitiendo que Colombia supere las ambigüedades que tiene ac-

tualmente la legislación ambiental.

Sobre este particular, vale anotar que Colombia se ha hecho parte del 

Acuerdo de manera voluntaria, conforme al procedimiento que dispone la 

Constitución política. Fue debidamente firmado por el jefe de Estado y aproba-

do posteriormente por el Congreso de la República como órgano representativo 

del pueblo. Además, como se ha mencionado, solo busca fortalecer e impulsar 

los derechos de acceso que son reconocidos por el ordenamiento jurídico desde 

1993 y que se desprenden de los artículos constitucionales que consagran al 

Estado colombiano como una democracia participativa.
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Por otra parte, de acuerdo con las disposiciones constitucionales y lega-

les, en Colombia la democracia participativa tiene los siguientes mecanismos 

para permitir a las personas: 1) adoptar directamente ciertas decisiones o par-

ticipar en el debate previo a su adopción por la autoridad pública competente, 

a lo cual genéricamente se le llama participación para la toma de decisiones, 

o 2) ejercer directamente control sobre el ejercicio de una función pública, a 

lo cual se le llama participación para el control (Pardo-Schlesinger, 2011). En 

ese sentido, el Acuerdo no cambia las condiciones existentes en materia de 

reconocimiento de derechos o de mecanismos disponibles para garantizar su 

efectividad. Por el contrario, fortalece una tradición que el ordenamiento ju-

rídico colombiano y sus órganos políticos han venido consolidando durante 

décadas en favor de la construcción de una democracia ambiental eficaz. 

En similar sentido, se ha dicho que el Acuerdo afectará decisiones del 

Estado colombiano en materia de política, impacto y sostenibilidad fiscal. 

Ello, porque muchos de sus críticos aducen que implicará el surgimiento de 

nuevos gastos en la medida en que crea obligaciones nuevas. Esto se debe 

desvirtuar por dos motivos. El primero es que el Acuerdo tiene la vocación 

de fortalecer obligaciones ya existentes. No es novedoso que el Estado colom-

biano deba hacer inversiones y gastos para garantizar los postulados mínimos 

de la democracia ambiental. En consecuencia, ya se dedican recursos a ga-

rantizar el acceso a información, participación y justicia. Seguramente la dis-

cusión que se derivará es si son suficientes y están debidamente enfocados. 

Frente a esto se debe anotar, como segundo motivo para descartar el argumen-

to, que el artículo 4 del Acuerdo deja en manos de los Estados la potestad de 

hacer los arreglos internos necesarios para garantizar su cumplimiento eficaz. 

Además, existe una creciente preocupación con la ratificación del Acuer-

do respecto a la posible intervención sin restricciones por parte de personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, en las decisiones ambientales de 

Colombia. Esta preocupación está relacionada con la percepción que se tiene 

respecto a la participación externa indiscriminada en asuntos ambientales. 

Por lo anterior, es importante establecer que ninguna disposición del tratado 

cambia las reglas del derecho internacional público sobre los sujetos que pueden 
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acudir a las jurisdicciones internacionales o nacionales. El Acuerdo sigue los 

estándares internacionales de las evaluaciones de impacto ambiental que dan 

un manejo integral, oportuno y completo a las observaciones del público. De 

lo anterior es posible establecer que no incorpora de ninguna manera la inter-

vención de personas ajenas en las decisiones sobre el ambiente que Colombia 

deba tomar ni genera control de instituciones internacionales para dirimir 

conflictos ambientales.

Por último y en cuanto a la información, en Colombia ya se garantiza el 

ejercicio de solicitud de información, participación y acceso a la justicia de 

manera abierta para todo tipo de personas en la mayoría de los procedimien-

tos administrativos y judiciales. Si eso fuera motivo de problema o incon-

veniente se tendría que modificar el texto constitucional y múltiples leyes 

del ordenamiento jurídico. Por ejemplo, el derecho de petición en materia de 

información puede ser ejercido por cualquier persona (Constitución política, 

artículo 23), al igual que la acción de tutela (Constitución política, artículo 

86) y la acción popular (Constitución política, artículo 88) sin perjuicio de 

ciudadanía, estatus migratorio o si se trata de una persona natural o jurídica. 

2.7 De igualdad soberana de los Estados 

En el derecho internacional público este principio es un elemento central y 

un principio fundacional de las Naciones Unidas, por lo cual está establecido 

en el artículo 2.1 de la Carta de las Naciones Unidas, que indica que la “Orga-

nización está basada en el principio de la igualdad de todos sus miembros”. 

El Acuerdo de Escazú consagra la igualdad soberana de los Estados como 

un principio que busca reiterar la vigencia de este imperativo en las relacio-

nes entre las partes, y para orientar la interpretación y la aplicación de los 

instrumentos internacionales.

Asimismo, reconoce y reitera la soberanía que tiene cada Estado sobre su 

jurisdicción y los compromisos que se adquieren en materia de garantía de 

derechos de acceso ambiental y protección de los defensores ambientales con 

base en la cooperación internacional.
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PRINCIPIOS EMERGENTES 

En el Acuerdo de Escazú aparecen principios que vienen a formar parte 

de la fundamentación y del desarrollo del derecho ambiental y fortalecen 

aún más los parámetros y estándares para garantizar y proteger el derecho a 

gozar de un ambiente sano. Estos son: 

3.1 De igualdad y no discriminación

El Acuerdo establece este principio, cuyo objetivo es guiar a los Estados para 

que su aplicación le sea garantizada a todas las personas, sin distinción por 

motivos “de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política u de cual-

quier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición”. Este principio internacional no implica exclusión 

alguna por ningún motivo, pero sí establece la adopción de enfoques diferen-

ciados o medidas afirmativas dirigidas a grupos o sectores poblacionales, tal 

como está dispuesto en el Acuerdo respecto a las personas en situación de 

vulnerabilidad (Comisión Económica para América Latina y el Caribe, 2022). 

La Declaración universal de los derechos humanos dispone en el artículo 

1° que “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y dere-

chos […]”. Asimismo, el Pacto internacional de derechos civiles y políticos 

(PIDCP) establece en los artículos 2.1, 3 y 26 que todas las personas son igua-

les ante la ley y tienen derecho a una protección igual y eficaz, por lo que se 

consagra la obligación de los Estados de respetar y garantizar los derechos 

reconocidos en este instrumento internacional a todos los individuos que se 

encuentren en su territorio y a aquellos que estén sujetos a su jurisdicción, 
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sin distinción de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 

índole, origen nacional o social, posición económica o nacimiento. 

La no discriminación se refiere a la obligación negativa de no hacer nin-

guna clase de distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en mo-

tivos que pretendan anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio 

de los derechos y libertades en condiciones de igualdad1. 

En este contexto, en el marco de la Organización de los Estados America-

nos se ha establecido que los derechos y las libertades deben ser respetados y 

garantizados a todas las personas que estén sujetas a la jurisdicción de un Es-

tado, sin discriminación por cuestiones de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económi-

ca, nacimiento o cualquier otra2. De manera que la igualdad y la no discri-

minación implican la incorporación y participación creciente de los sectores 

marginales de la población, del campo y de la ciudad, en la vida económica, 

social, cívica, cultural y política de la nación, a fin de lograr la integración 

plena de la comunidad nacional, el aceleramiento del proceso de movilidad 

social y la consolidación del sistema democrático.

El Acuerdo de Escazú señala que la igualdad y no discriminación son 

principios básicos para su implementación. Esos principios tienen un amplio 

desarrollo en los tratados internacionales en los ámbitos universal y regional, 

así como en las distintas instancias y tribunales transnacionales. Ahora bien, 

aunque se han comprendido desde una triple dimensión: como valor, como 

derecho fundamental y como principio, el de no discriminación se ha inter-

pretado como el deber específico de los Estados de incorporar reglas concre-

1	 Véanse, entre otras: Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer (Cedaw: Convention on the Elimination of all Forms of Discrimination 
Against Women); Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial; y Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.

2	 Véanse, entre otras: Convención americana sobre derechos humanos (CADH); Protocolo 
adicional a la Convención americana sobre derechos humanos para asegurar los derechos 
económicos, sociales y culturales; Carta democrática interamericana; y Convención intera-
mericana contra toda forma de discriminación e intolerancia.
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tas en el ejercicio de sus funciones para combatir la desigualdad arraigada en 

materia ambiental y catalizar cambios estructurales que permitan garantizar 

el acceso igualitario a los recursos naturales y los ecosistemas, así como la 

distribución de los impactos negativos de la degradación.

Por su parte, el Programa 21 ha explicado que el principio de no discri-

minación significa que las medidas ambientales en el ámbito internacional 

deben estar enfocadas en solucionar las problemáticas ambientales trans-

fronterizas o mundiales con base en un consenso internacional. En lo que 

respecta a las medidas internas, deben garantizar la no discriminación en los 

diversos ámbitos, como puede ser el comercial, en el cual debe pretender no 

restringir el comercio más allá de lo necesario para el logro de los objetivos 

planteados; la obligación de garantizar la transparencia en el uso de las me-

didas comerciales relacionadas con el medio ambiente y de notificar en de-

bida forma las reglamentaciones nacionales; y lo imprescindible de tener en 

cuenta las necesidades y condiciones especiales de los países en desarrollo, a 

medida que avancen hacia el logro de los objetivos internacionales ambienta-

les que se hayan convenido.

En esta línea, se debe mencionar la Declaración y el Programa de acción 

de Durban (2001), instrumentos históricos y progresistas que incluyen nu-

merosas medidas de educación y sensibilización de la ciudadanía, así como 

para garantizar la igualdad en cuestiones ambientales. En estos instrumentos 

se invita a los Estados a estudiar medidas no discriminatorias para garantizar 

un entorno seguro y saludable para los individuos y los miembros de grupos 

víctimas u objeto de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas co-

nexas de intolerancia, y, en particular, a mejorar el acceso a la información 

pública sobre cuestiones de salud y medio ambiente; compartir las tecnologías 

y las prácticas que hayan dado mejores resultados para promover la salud de 

las personas y el medio ambiente en todas las zonas, y adoptar las medidas 

correctivas apropiadas para limpiar, reutilizar y rehabilitar, en lo posible, los 

lugares contaminados y, cuando corresponda, trasladar a los interesados a 

otras zonas con carácter voluntario y después de consultarlos. Además, el 

Programa de Durban exhorta a los Estados a que elaboren programas desti-
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nados a los afrodescendientes en los que se inviertan recursos adicionales en 

sistemas de salud, educación, vivienda, electricidad, agua potable y medidas 

de control del ambiente, y que promuevan la igualdad de oportunidades en el 

empleo, así como otras iniciativas de acción afirmativa o positiva. 

3.2 De buena fe

La Corte IDH establece que las reglas de buena fe en materia ambiental obligan 

al Estado de origen a tener en cuenta los intereses involucrados, satisfacerlos 

de acuerdo con los propios intereses y, en este sentido, mostrar una preocupa-

ción genuina por reconciliar los intereses del otro Estado. Este principio im-

plica ciertas restricciones respecto al desarrollo de las actuaciones estatales. 

La buena fe en materia ambiental se configura como una directriz para 

los sujetos que tienen obligaciones relacionadas con mantener conductas ho-

nestas en el ejercicio de los derechos de acceso. Esto se manifiesta mediante 

las siguientes acciones: interpretación y aplicación de la ley de manera que 

favorezca el acceso a la información, fomente la participación y la influencia 

del público, y garantice el acceso a la justicia en un entorno caracterizado por 

la transparencia, diligencia, profesionalidad y lealtad hacia las instituciones 

(Rodríguez, 2022). 

Este principio se establece en el Acuerdo de Escazú en la medida en que 

el tratado deberá aplicarse en consonancia con los valores de transparencia, 

diligencia, profesionalidad y lealtad hacia las instituciones. Se espera que 

los Estados y los ciudadanos actúen de acuerdo con las normas generales de 

comportamiento para asegurar que la gestión y la gobernanza ambiental se 

desarrollen en un marco que garantice efectivamente los derechos de acceso 

y otros derechos ambientales establecidos en este instrumento. 

3.3 De máxima publicidad

Taco Tenorio (2017) preceptúa que la información en manos del Estado se pre-

sume pública y accesible, donde pese a la existencia de esquemas de publici-

dad, el titular del derecho puede tener conocimiento de esta de manera simple, 
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rápida y en un lenguaje adecuado. Por lo tanto, los Estados deberán garantizar 

el derecho público de acceder a la información que está en su poder, bajo su 

control o custodia. 

En materia ambiental este principio los obliga a divulgar la máxima in-

formación posible sobre los asuntos ambientales, incluyendo la que se refiera 

a las afectaciones o posibles daños que impacten de manera negativa al entor-

no o la salud humana. Este principio permite el ejercicio efectivo de derechos 

como la participación, por lo cual es necesario garantizar el cumplimiento de 

la obligación del Estado de permitir a la ciudadanía el acceso a la información 

ambiental.

3.4 Pro persona

Este es un criterio de interpretación que se proyecta en todos los derechos 

humanos reconocidos en nuestro sistema jurídico, ya sean de fuente cons-

titucional o internacional. Este principio puede comprenderse como una di-

rectriz que guía la interpretación o aplicación normativa en caso de existir un 

conflicto entre dos opciones jurídicas igualmente válidas y posibles con el fin 

de garantizar el escenario para proteger a la persona. 

En tal sentido, su operación no se limita a la manera de interpretar un 

derecho determinado, como el debido proceso o la legalidad penal, sino que 

informa también todo el sistema jurídico e institucional. En consecuencia, 

el principio pro persona es un mandato general de interpretación favorable 

que coexiste con otros mandatos específicos, siendo uno que deberá iluminar 

todo el ordenamiento jurídico (Medellín Urquiaga, 2013). 

En palabras de Muñoz Ávila y Lozano Amaya (2021), la aplicación de 

este principio trasciende el contenido de la norma y se dirige a la búsqueda 

de una solución de las controversias en atención a la máxima de la dignidad 

humana y de que “los derechos de cada uno terminan donde comienzan los 

de los demás”. 

En el Acuerdo de Escazú el principio pro persona se presenta como una 

reafirmación del enfoque basado en derechos que caracteriza a este tratado 
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internacional. Se reconoce la amplia doctrina y jurisprudencia del sistema 

interamericano de derechos humanos, garantizando que el Acuerdo se imple-

mente considerando que la interpretación y aplicación de sus disposiciones 

deben proteger de manera efectiva los derechos humanos, minimizando las 

restricciones.

En suma, los anteriores principios aportan elementos fundamentales 

para la gestión ambiental eficiente. Además, reflejan el horizonte que debe te-

nerse en el contexto de la implementación de este instrumento internacional 

que avanza hacia la inclusión y el trabajo conjunto entre las instituciones, el 

sector social y el empresarial. 
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— 4 —

 LOS DERECHOS DE ACCESO1

[…] los derechos de acceso están relacionados entre sí y son interdepen-

dientes, por lo que todos y cada uno de ellos se deben promover y aplicar 

de forma integral y equilibrada (Acuerdo de Escazú).

El Acuerdo de Escazú, como se ha dicho en otros capítulos, materializa el 

Principio 10 de la Declaración de Río sobre el medio ambiente de 1992, 

el cual establece que en asuntos ambientales es necesaria la interrelación de 

tres derechos de acceso: a la información ambiental, a la participación am-

biental y a la justicia ambiental. Estos derechos resaltan la importancia de la 

inclusión de los ciudadanos en la toma de decisiones ambientales, además de 

su potestad de solicitar y obtener información de la que disponen las autori-

dades en estos asuntos. 

En Colombia, el constituyente resaltó la importancia de contar con la 

participación de todos los ciudadanos en las decisiones que puedan afectar-

les, y para ello estableció mecanismos de participación mediante los cuales se 

busca proteger el derecho a gozar de un ambiente sano; además, estableció la 

importancia de contar con instrumentos que faciliten el acceso a la informa-

ción, como el derecho de petición. 

Así las cosas, el Acuerdo permitirá la aplicación de los derechos de acce-

so mediante políticas de Estado que deberán trascender los ciclos políticos. 

1	 Artículo 2a): “por “derechos de acceso” se entiende el derecho de acceso a la información 
ambiental, el derecho a la participación pública en los procesos de toma de decisiones en 
asuntos ambientales y el derecho al acceso a la justicia en asuntos ambientales;”,
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Al establecerse este ejercicio efectivo de derechos se contribuirá a la protec-

ción de los derechos de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, 

a vivir en un ambiente sano y al desarrollo sostenible2. En consecuencia, a 

continuación trataremos de establecer cómo se avanza en estas garantías. 

4.1 A la información ambiental3

El artículo 5 del Acuerdo trata, en sus 18 numerales, al acceso a la informa-

ción ambiental, señalando que cada parte deberá garantizar el derecho del pú-

blico de acceder a la que está en su poder, bajo su control o custodia, de acuer-

do con el principio de máxima publicidad. Además, asegura que el ejercicio 

del derecho de acceso a la información ambiental comprende: 

a) 	solicitar y recibir información de las autoridades competentes sin ne-

cesidad de mencionar algún interés especial ni justificar las razones 

por las cuales se solicita; 

b) 	ser informado en forma expedita sobre si la información solicitada obra 

o no en poder de la autoridad competente que recibe la solicitud; 

c) 	ser informado del derecho a impugnar y recurrir la no entrega de infor-

mación y de los requisitos para ejercer ese derecho.

En palabras de Villanueva (2003), el derecho de acceso a la información 

figura como una prerrogativa que parte del supuesto de que la información 

pública es de toda la sociedad, por lo cual todos los individuos interesados 

podrán consultarla y obtenerla cada vez que así se solicite, salvo que se esta-

blezcan excepciones taxativas. 

2	 John H. Knox, exrelator especial sobre Derechos Humanos y Medio Ambiente, Universi-
dad de Wake Forest, Carolina del Norte (Estados Unidos), y Valeria Torres, Cepal.

3	 Artículo 2c): “por “información ambiental” se entiende cualquier información escrita, 
visual, sonora, electrónica o registrada en cualquier otro formato, relativa al medio am-
biente y sus elementos y a los recursos naturales, incluyendo aquella que esté relacionada 
con los riesgos ambientales y los posibles impactos adversos asociados que afecten o 
puedan afectar el medio ambiente y la salud, así como la relacionada con la protección y 
la gestión ambientales;”.
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Al aterrizar el derecho de acceso a la información en materia ambiental 

el Acuerdo de Escazú establece algunos requisitos para su accesibilidad, ré-

gimen de excepciones, condiciones aplicables para la entrega y mecanismos 

de revisión independientes. De igual manera, incluye disposiciones encar-

gadas de regular el deber estatal de generar, recopilar, poner a disposición y 

difundir información ambiental relevante de forma sistemática mediante la 

implementación de sistemas de información ambiental. 

A su vez, desarrolla la obligación que tienen los Estados de implementar 

un registro de emisiones y transferencias contaminantes, publicar y difundir 

a intervalos regulares –que no superen los cinco años– informes nacionales 

sobre el estado actual del medio ambiente, realizar evaluaciones indepen-

dientes de desempeño ambiental sobre sus políticas nacionales ambienta-

les, “asegurando que los consumidores y usuarios cuenten con información 

oficial, pertinente y clara sobre las cualidades ambientales de bienes y ser-

vicios”, y asegurar la actualización periódica de los sistemas de archivo y 

gestión documental en materia ambiental. 

Ackerman (2008) sostiene que el acceso a la información propicia el for-

talecimiento de los Estados y un mejor desempeño gubernamental, porque 

permite que la sociedad civil tenga acceso a la rendición de cuentas y a to-

dos los asuntos que la afectan, permitiendo transparencia en las actuaciones 

públicas. De acuerdo con este supuesto, el Acuerdo establece en su artículo 

2 que la información ambiental comprende cualquiera relativa al entorno, a 

sus elementos y a los recursos naturales, que se encuentre en medio escri-

to, visual, sonoro, electrónico u otro, incluyendo la información que guarde 

relación con los riesgos e impactos ambientales, así como aquella sobre la 

protección y gestión ambiental. 

Establece igualmente que en virtud del principio de máxima publicidad 

se debe permitir al “público” el acceso a la información ambiental que tienen 

en su poder, bajo control o custodia las autoridades. Intrínsecamente, las per-

sonas tienen el derecho a solicitar y recibir información de las autoridades 

competentes sin mencionar ningún interés especial ni explicar los motivos 

de la solicitud. 
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El ejercicio de este principio implica poder solicitar y recibir información 

de las autoridades sin que sea necesaria su justificación ni brindar las razones 

por la cual se requiere. Asimismo, conlleva la potestad de ser informado so-

bre la autoridad competente4 para entregar la información y conocer del dere-

cho a impugnar o recurrir por la entrega de lo demandado en los casos que se 

haga de manera incompleta o no se haga. Se establece también la obligación 

de los Estados de facilitar el acceso a este tipo de información a las personas 

o grupos en situación de vulnerabilidad y la posibilidad de recibir asistencia 

para formular peticiones y obtener las respuestas solicitadas. 

La Corte Constitucional ha hecho énfasis en el establecimiento del dere-

cho a la información ambiental a la sociedad civil como un elemento indis-

pensable para desarrollar el derecho de participación ambiental. Ello porque 

se requiere que los interesados en intervenir en los procesos de toma de de-

cisiones puedan establecer su posición para el diálogo, para lo que deben 

conocer previamente los datos útiles y pertinentes para el proceso de toma 

de decisiones. 

Asimismo, según el Acuerdo de Escazú tienen el derecho a ser informa-

dos sin demora de si la información solicitada está en posesión o no de la 

autoridad competente que recibe la solicitud. A ser informados del derecho 

a impugnar y recurrir cuando no se entregue la información, y los requisitos 

para el ejercicio de este derecho. 

El Acuerdo representa una innovación significativa en el ámbito norma-

tivo al establecer condiciones y obligaciones claras para las autoridades 

4	 Artículo 2b): “por “autoridad competente” se entiende, para la aplicación de las disposi-
ciones contenidas en los artículos 5 y 6 del presente Acuerdo, toda institución pública 
que ejerce los poderes, la autoridad y las funciones en materia de acceso a la información, 
incluyendo a los órganos, organismos o entidades independientes o autónomos de pro-
piedad del Estado o controlados por él, que actúen por facultades otorgadas por la Constitu-
ción o por otras leyes, y, cuando corresponda, a las organizaciones privadas, en la medida 
en que reciban fondos o beneficios públicos directa o indirectamente o que desempeñen 
funciones y servicios públicos, pero exclusivamente en lo referido a los fondos o benefi-
cios públicos recibidos o a las funciones y servicios públicos desempeñados;”.
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encargadas de la información ambiental. Entre estas condiciones se incluyen 

plazos definidos para su divulgación sin imponer costos, así como la diferen-

ciación precisa entre información exenta y no exenta. Lo cual busca garan-

tizar el acceso público a la no exenta, al tiempo que exige una justificación 

explícita en caso de negar el acceso.

Podemos decir entonces que el Acuerdo busca reforzar los estándares 

de los derechos establecidos en el país y establece el marco democrático y 

participativo para lograr el desarrollo sostenible. A su vez, busca profundizar 

las relaciones entre los ciudadanos y el Estado, fortaleciendo la estructura y 

adecuando los desafíos que encontramos frente a la realidad de la emergencia 

climática y la pérdida de biodiversidad en el planeta. 

El Acuerdo de Escazú es compatible con los postulados de Constitución 

política de Colombia y está en concordancia con la normativa existente sobre 

la manera de garantizar el acceso a la información, al señalar, reiteramos, 

que las personas no están obligadas a demostrar un interés directo o una 

afectación personal, a menos que haya restricciones legítimas que justifiquen 

lo contrario. Además, promueve que el acceso sea asequible, efectivo y opor-

tuno, asegurando la obtención de la información de manera accesible y com-

prensible.

El Acuerdo establece también el derecho a obtener información y, al mis-

mo tiempo, impone una obligación al Estado de proporcionarla de manera 

que sea accesible y comprensible. 

En esta misma línea y de acuerdo con el análisis del artículo 47, las partes 

deberán garantizar que el estándar sea trasladado a la ley local y se refleje en 

el ámbito nacional, por lo que deberán tomarse todas las medidas necesa-

rias de carácter legislativo, administrativo, reglamentario u otro que busquen 

cumplir con las obligaciones contenidas al momento de la adopción y ratifi-

cación del Acuerdo en las legislaciones nacionales. Este instrumento busca la 

creación de un estándar internacional aplicable a la región con amplios mar-

cos legales y armonizados que garantice la igualdad de las condiciones que, 

a su vez, ayudarán a atraer inversiones extranjeras y comercio internacional, 

mejorando las relaciones bilaterales entre los países. 
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Es importante aclarar que, tal cual se ha dicho, a pesar de estos princi-

pios, el acceso a la información no es absoluto. Hay restricciones que deben 

ser necesarias y proporcionales en una sociedad democrática, dirigidas a pro-

teger intereses públicos imperativos, como los derechos humanos, la reputa-

ción de terceros, la seguridad nacional y el orden público. Cualquier medida 

que limite el acceso a la información ambiental debe cumplir con estas nor-

mas y ser evaluada en términos de necesidad y proporcionalidad. 

4.2 Acceso a la participación ambiental 

El artículo 7 del Acuerdo de Escazú se refiere a la participación pública en los 

procesos de toma de decisiones ambientales, señalando que cada parte debe-

rá asegurar el derecho de participación del público y, para ello: 

“se compromete a implementar una participación abierta e inclusiva en los 

procesos de toma de decisiones ambientales, sobre la base de los marcos 

normativos interno e internacional” (numeral 1). También debe garantizar 

“mecanismos de participación del público en los procesos de toma de deci-

siones, revisiones, reexaminaciones o actualizaciones relativos a proyectos 

y actividades, así como en otros procesos de autorizaciones ambientales 

que tengan o puedan tener un impacto significativo sobre el medio ambien-

te, incluyendo cuando puedan afectar la salud” (numeral 2). 

Según el numeral 3 de este artículo: 

Cada parte promoverá la participación del público en procesos de toma 

de decisiones, revisiones, reexaminaciones o actualizaciones distintos a 

los mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, relativos a asuntos 

ambientales de interés público, tales como el ordenamiento del territorio 

y la elaboración de políticas, estrategias, planes, programas, normas y re-

glamentos, que tengan o puedan tener un significativo impacto sobre el 

medio ambiente. 

Asimismo, según los numerales 4 y 5 de este artículo 7:

4. Cada parte adoptará medidas para asegurar que la participación del pú-

blico sea posible desde etapas iniciales del proceso de toma de decisiones, 
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de manera que las observaciones del público sean debidamente conside-

radas y contribuyan en dichos procesos. A tal efecto, según el Acuerdo, 

proporcionará al público, de manera clara, oportuna y comprensible, la 

información necesaria para hacer efectivo su derecho a participar en el 

proceso de toma de decisiones. 

5. El procedimiento de participación pública contemplará plazos razona-

bles que dejen tiempo suficiente para informar al público y para que este 

participe en forma efectiva.

Gargarella (2005) ha establecido sobre la materia que “la participación no 

se puede escindir de la organización socioeconómica ni de las condiciones 

materiales en un lugar y tiempo determinados”. Este tipo de participación 

tiene como objetivo promover la intervención ciudadana en la toma de de-

cisiones públicas sin involucrarse en el ejercicio del poder gubernamental, 

considerado como un propósito del Estado, un derecho fundamental y un 

principio legal. 

La participación es entonces la posibilidad de tomar parte en algo que, 

aterrizado en asuntos ambientales, implica “[…] la posibilidad de los ciuda-

danos de proporcionar insumos significativos, oportunos e informados y de 

influenciar las decisiones de políticas, estrategias y planes en diversos nive-

les, así como en proyectos individuales que tienen impactos ambientales”, 

buscando la democratización efectiva del ejercicio del derecho al ambiente 

sano. 

Tarrow (1994) hace énfasis en el poder que desarrolla la acción colectiva 

en las decisiones del Estado, considerando que la coordinación y el soste-

nimiento de las acciones colectivas se ven influenciadas por circunstancias 

circundantes. 

De otro lado, Aguilar Rojas, Orozco y Gáttgens (2004) enumeran las ven-

tajas de la participación ambiental garantista y acorde a la modernidad de la 

siguiente manera: 

[…] i) aumenta el entendimiento de los eventuales impactos ambientales; 

ii) especifica las alternativas para mitigar las consecuencias negativas de 
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la administración de los recursos naturales; iii) identifica los conflictos 

sociales y las soluciones a los mismos; iv) reconoce la necesidad de com-

pensar a las comunidades afectadas con la medida de gestión y establece 

la manera de realizarlo; v) señala las prioridades de la comunidad y abre 

espacios de diálogo para implementar un desarrollo sostenible; vi) facilita 

una gestión ambiental transparente; y vii) genera consensos sobre el ma-

nejo de los recursos naturales (p. 16). 

En el ámbito constitucional colombiano el derecho a la participación pú-

blica es amplio y garantista, toda vez que en el marco jurídico y de políticas 

ambientales y culturales es posible encontrar artículos dirigidos a su protec-

ción (Rodríguez, 2021). La participación ambiental se encuentra consagrada 

particularmente en el artículo 79 de la Constitución política, de donde emana 

el derecho a gozar de un medio ambiente sano, el deber de protección de este 

por parte del Estado y la garantía de la participación de la comunidad en las 

decisiones que pueden afectarlo. 

Conviene destacar que la participación, además de un derecho, es un de-

ber que tenemos todos de incidir en la gestión de lo público, al punto que el 

tribunal constitucional reconoce que “un elemento definitorio/esencial/axial a 

la Constitución colombiana es: la participación política como principio fun-

dante y transversal al régimen constitucional colombiano resulta esencial en la 

conformación, ejercicio y control del poder en un Estado democrático” (Corte 

Constitucional, T-577 de 2014). En otras palabras, el principio de participación 

y sus derechos conexos no se limitan a los escenarios tradicionales de repre-

sentación sino que tienden a actualizarse, maximizarse, ajustarse o corregirse 

en el marco del reconocimiento del derecho objetivo de las personas a inter-

ferir en las decisiones que las afecten (Corte Constitucional, C-150 de 2015). 

La Corte ha establecido asimismo que el derecho a la participación hace 

parte de los derechos fundamentales de la persona, toda vez que solo por me-

dio del reconocimiento del otro y de su condición de sujeto libre los seres hu-

manos pueden desarrollarse en sociedad, con autodeterminación personal y 

asegurando a su vez la convivencia pacífica y la persecución de un orden jus-

to (Corte Constitucional, T-439 de 1992). Al consagrar la participación como 
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un principio, un valor axial, un derecho fundamental y un deber, así como 

la corresponsabilidad que hay entre el Estado y los particulares de proteger 

el entorno, el ordenamiento constitucional colombiano permite que existan 

diferentes instancias adicionales de origen ciudadano que coadyuvan en la 

gestión ambiental del país (Rodríguez, 2023). 

En Colombia, al considerar la democracia como eje axial del sistema ju-

rídico, se han definido como conceptos para su materialización: la soberanía, 

el pueblo, la participación y la representación. Es así como la Carta política 

incorpora tales nociones para establecer la fundamentación del poder políti-

co ejercido por los diferentes órganos: la democracia como fuente de legitimi-

dad; para reconocer y tutelar los derechos de participación de los individuos 

y la sociedad en la conformación y control del poder político. Así como para 

imponer deberes de respeto y protección al Estado y a los particulares: la de-

mocracia como fundamento de derechos y obligaciones; para definir la forma 

en que tal poder opera democráticamente y los ámbitos en los que su apli-

cación puede exigirse: la democracia como expresión de reglas de funciona-

miento y toma de decisiones (Corte Constitucional, C-150 de 2015).

En esta línea, la Constitución política reconoce el carácter pluralista del 

Estado colombiano y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación. De 

acuerdo con este marco jurídico se ha reconocido el derecho a la participa-

ción ambiental de los grupos étnicos: pueblos indígenas, comunidades negras 

o afrocolombianas, las raizales, palenqueras y las ROM o gitanas. El Estado 

deberá propiciar procesos de carácter público, especial, obligatorio, intercul-

tural e interinstitucional que deberán cumplirse antes de adoptar una deci-

sión, proyecto público o privado que pueda afectar directa o indirectamente 

sus formas y sistemas de vida, integridad étnica, cultura, espiritual, social y 

económica (Amaya et al., 2023). 

Este proceso es conocido como el derecho a la consulta previa, basado 

en la garantía de los pueblos étnicos de decidir sus prioridades en relación 

con el modelo de desarrollo siempre que esto afecte sus vidas, creencias, ins-

tituciones, bienestar espiritual y las tierras que ocupan. La decisión final es 

adoptada por la autoridad competente teniendo en cuenta que deberá ser 
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objetiva, razonable y proporcional a la finalidad constitucional que es exigida 

al Estado respecto de la protección de la identidad social, cultural y económi-

ca de las comunidades étnicas. 

De acuerdo con Rodríguez (2018), la participación en materia ambiental 

es la acción social que posibilita la interacción de los actores involucrados 

en decisiones y proyectos ambientales, permitiéndoles intervenir en asun-

tos del ramo que sean de su interés. Esta participación es un deber, derecho 

y principio de la vida social y política que tiene suma importancia, puesto 

que involucra a las personas que no hacen parte de los procesos de gestión 

y planificación ambiental pero que pueden incidir en la construcción de los 

modelos de uso y manejo sostenible del ambiente y los recursos naturales.

El Acuerdo de Escazú dispone que es deber de las partes garantizar el 

derecho de participación pública en los procesos de toma de decisiones am-

bientales, por lo cual propone una serie de medidas encaminadas a garantizar 

este derecho. Por ejemplo, la implementación de una participación abierta 

e inclusiva con mecanismos que sean adecuados para dicho fin, tales como 

revisiones, examinaciones o actualizaciones de proyectos y programas que 

tengan impacto ambiental o incidencia en la sociedad. Este derecho está di-

señado para que se cumpla desde las etapas iniciales del proceso, con plazos 

razonables, teniendo en cuenta que se garanticen las condiciones propicias 

para ello según las características sociales, económicas y culturales del pú-

blico. A partir de estas líneas se establece la obligación para los Estados de 

implementar procesos de participación abierta e inclusiva. 

El Acuerdo representa una evolución significativa en el derecho a la par-

ticipación ambiental en América Latina y el Caribe, toda vez que dispone 

la participación temprana y efectiva de la población en todas las etapas de la 

toma de decisiones ambientales, incluso en las fases iniciales de planificación 

y diseño de políticas, programas y proyectos que puedan afectar el medio am-

biente. Adicionalmente, reconoce y protege los derechos de los pueblos indí-

genas y las comunidades locales a partir de la toma de decisiones que pueden 

afectar a sus territorios, recursos naturales y formas de vida, incluyendo el 

respeto por sus prácticas tradicionales y conocimientos ancestrales. 



Los derechos de acceso

59

Por último, los mecanismos de participación deberán ser inclusivos y 

accesibles, buscando facilitar la participación de los grupos vulnerables como 

mujeres, niños, personas con discapacidad y grupos marginados, dándoles 

voz y tomando en cuenta sus opiniones para la toma de decisiones en 

materia ambiental. El desarrollo del Acuerdo puede contribuir a superar las 

dificultades en relación con el cumplimiento y la efectividad de las normas 

ambientales y con la necesidad de fortalecer los sistemas de información 

ambiental para que sea posible incidir eficazmente en la toma conjunta de 

decisiones, propiciando una verdadera democracia ambiental. 

En síntesis, la participación ambiental tiene un papel fundamental por-

que permite construir colectivamente asuntos de interés público, dando espa-

cios de intervención para la toma de decisiones sobre la conservación, el uso 

del entorno y la sostenibilidad. De la mano de este instrumento internacional 

se presentan avances significativos en el reconocimiento y la garantía del 

derecho a la participación ambiental, promoviendo la inclusión, la transpa-

rencia y la democracia en la toma de decisiones relacionadas con el medio 

ambiente en la región.

En consecuencia, es importante ofrecer apoyo e incentivar el ejercicio 

de la participación, por ejemplo, divulgando los mecanismos existentes y 

mejorando las instancias de participación en las instituciones del Sistema 

Nacional Ambiental (Sina), así como reforzando la instancia existente en el 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, convirtiéndola en una direc-

ción. 

Los aspectos incluidos en el Acuerdo de Escazú ofrecen elementos para 

cumplir con los postulados de la Corte Constitucional, que ha resaltado que 

se debe garantizar el derecho fundamental a la participación en materia am-

biental, especialmente en megaproyectos, cuando implican una afectación 

del entorno y de los recursos naturales, dado su fundamento constitucional 

en el artículo 79. De esta manera, en la planeación de megaproyectos que 

implican la afectación o intervención de recursos naturales, las autoridades 

tienen la obligación de garantizar espacios de participación, los cuales deben 

conducir no solo a diagnósticos de impacto, sino también a las concertaciones 
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mínimas en las que se vean favorecidos tanto los intereses de la comunidad 

afectada como los del proyecto u obra (Corte Constitucional, T-348 de 2012).

Para lograr estos objetivos es necesario fortalecer, por medio de la peda-

gogía, el ejercicio de los mecanismos de participación existentes en nuestro 

país, con los cuales se busca prevenir el aumento de los conflictos ambien-

tales, es decir, la confrontación social, económica y política entre diferentes 

actores (públicos y privados; locales, nacionales e internacionales), que sur-

ge por la existencia de intereses diversos relacionados con el uso, manejo, 

aprovechamiento, exploración, explotación, conservación, protección, admi-

nistración o afectación de los recursos naturales y del ambiente, y que han 

llegado a instancias judiciales para su resolución (Rodríguez, 2022). 

4.3 A la justicia ambiental

El artículo 8 del Acuerdo de Escazú se refiere al Acceso a la justicia en asun-

tos ambientales, estableciendo, en su numeral 1, que “Cada parte garantizará 

el derecho a acceder a la justicia en asuntos ambientales de acuerdo con las 

garantías del debido proceso”; y, en el 2, que: 

Cada parte asegurará, en el marco de su legislación nacional, el acceso a 

instancias judiciales y administrativas para impugnar y recurrir, en cuan-

to al fondo y el procedimiento: 

a) 	 cualquier decisión, acción u omisión relacionada con el acceso a la 

información ambiental; 

b) 	cualquier decisión, acción u omisión relacionada con la participación 

pública en procesos de toma de decisiones ambientales; y 

c) 	 cualquier otra decisión, acción u omisión que afecte o pueda afectar 

de manera adversa al medio ambiente o contravenir normas jurídicas 

relacionadas con el medio ambiente.

Conviene precisar que el acceso a la justicia se refiere a la posibilidad de 

las personas y comunidades de contar con mecanismos e instancias judicia-

les o administrativas que protejan sus derechos en los eventos en que se vean 

o sean amenazados y vulnerados. 
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De acuerdo con Heiman (1996, citado en Dobson, 1998), la justicia am-

biental es el resultado de un nuevo discurso sobre el entorno que sostiene que 

las cuestiones sociales y ambientales son inseparables y tiene como objetivo 

el desarrollo de un potencial del poder (empowerment), con fundamento en 

la participación de la comunidad, y tiene en cuenta las necesidades de los 

grupos marginados referentes al acceso a mecanismos que les permitan tener 

un papel activo en las decisiones que afectan su vida.

En materia de acceso a la justicia ambiental, el Acuerdo dispone la obli-

gación estatal de garantizar el derecho a acceder a la justicia judicial y ad-

ministrativa en asuntos ambientales de acuerdo con las garantías del debido 

proceso. Cada país deberá contar con organismos estatales competentes que 

tengan conocimientos especializados en materias ambientales, creando pro-

cedimientos que sean efectivos, rápidos, transparentes e imparciales y que no 

impongan costos prohibitivos a los ciudadanos. 

El Acuerdo busca ampliar la capacidad de acción de los ciudadanos per-

mitiendo una legitimación activa amplia. Asimismo, busca la posibilidad de 

ordenar medidas cautelares y provisionales, y todo tipo de medidas, que fa-

ciliten presentar pruebas sobre el daño ambiental y detener las afectaciones 

que se puedan estar generando o amenacen con generarse. 

En palabras de Valencia (2014), el derecho de acceso a la justicia ambien-

tal se materializa en los procedimientos judiciales o administrativos. Signifi-

ca también la posibilidad de acudir a los estrados y, a su vez, hace referencia 

a los escenarios en los que las comunidades pueden participar.

En nuestra Constitución política el acceso a la administración de justi-

cia ha sido reconocido como derecho fundamental en el artículo 229, y las 

condiciones para su ejercicio se hallan contempladas en el 29 y el 31, con las 

garantías del debido proceso que son aplicadas a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. Adicionalmente, en Colombia existen la Procu-

raduría Delegada para Asuntos Ambientales y la Unidad Nacional de Fisca-

lías de Delitos contra los Recursos Naturales, que desde sus competencias 

cuidan que servidores públicos y particulares cumplan con sus obligaciones 

en materia ambiental. 
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A pesar de este andamiaje institucional, el país carece de una jurisdic-

ción y de tribunales especializados con suficiente conocimiento técnico para 

abordar de manera efectiva las cuestiones ambientales que surgen por medio 

de procesos judiciales. Hoy son, en su mayoría, los jueces contenciosos quie-

nes deben asumir esta labor vía acciones populares, de tutela y de grupo, sin 

contar con recursos humanos, técnicos y presupuestales que les permitan 

resolver con rapidez, eficacia y profundidad estos asuntos. Por lo anterior, el 

Acuerdo de Escazú fomenta la discusión en torno a la creación e inclusión 

en la estructura del poder público, especialmente el judicial, de instituciones 

adicionales, robustas y especializadas en asuntos ambientales. 

La justicia ambiental ha sido abordada ampliamente por la jurispruden-

cia de la Corte Constitucional, que la ha definido como “el tratamiento justo y 

la participación significativa de todas las personas independientemente de su 

raza, color, origen nacional, cultura, educación o ingreso con respecto al desa-

rrollo y la aplicación de las leyes, reglamentos y políticas ambientales”. Para 

el tribunal constitucional el concepto de justicia ambiental está integrado por 

dos principios: el primero hace referencia a la demanda de la justicia distribu-

tiva, que busca el reparto equitativo de las cargas y los beneficios ambientales 

entre las poblaciones, superando cualquier factor de discriminación en razón 

al género, condición socioeconómica u origen étnico. A su vez, se interrela-

ciona con la equidad ambiental prima facie, que exige el reparto equitativo de 

las cargas y bienes de todas las políticas, programas y proyectos que generen 

impacto y estén debidamente justificados; y una redistribución y compensa-

ción efectiva para las comunidades a las que les corresponde asumir tales car-

gas o pasivos ambientales en obras necesarias para el interés general (Corte 

Constitucional, Sentencia T-704 de 2016, sintetizado en las sentencias T-1077 

de 2012 y T-299 de 2008). 

El segundo principio corresponde a la justicia participativa, que es la in-

tervención significativa de los ciudadanos, sobre todo de aquellos que resul-

tan afectados en la ejecución de alguna actividad. Esta implica la apertura de 

espacios de incidencia efectiva en la toma de decisiones que tengan relación 

con proyectos, evaluación de impactos y las demás etapas que deban surtirse 

en los procesos ambientales (Corte Constitucional, Sentencia T-704 de 2016). 
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En Sentencia T-021 de 2019, la Corte trae a colación un tercer principio, 

el de la sostenibilidad, que exige que la economía y la sociedad se desarrollen 

sin causar deterioro de los ecosistemas, exigiendo respeto por los límites de 

absorción y de regeneración del ambiente, garantizando condiciones de vida 

dignas y adecuadas para las generaciones presentes y futuras.

En este sentido, el contenido del acceso a la justicia hace referencia a 

brindar tutela judicial ambiental, consistente en “el derecho de toda persona 

de hacer valer ante la justicia los intereses ambientales contenidos en una 

pretensión ambiental que, en términos generales, pueda ser la de vivir en un 

medio ambiente adecuado, apto para garantizar la salud y el bienestar” (Pino, 

2013).

El Acuerdo de Escazú aporta mayor riqueza a la materia, dado que pro-

porciona normas mínimas detalladas para los derechos de acceso, por lo cual, 

las partes deberán: 1) garantizar en el marco de su legislación interna el acce-

so a los mecanismos judiciales y administrativos para impugnar y apelar, con 

respecto al fondo y al procedimiento: a) cualquier decisión, acción u omisión 

relacionada con el acceso a la información medioambiental; b) cualquier de-

cisión, acción u omisión relacionada con la participación del público en el 

proceso de toma de decisiones en materia de medio ambiente; y c) cualquier 

otra decisión, acción u omisión que afecte o pueda afectar negativamente al 

medio ambiente o que viole las leyes y reglamentos relacionados con este.

El Acuerdo establece asimismo normas mínimas para que los procedi-

mientos sean “eficaces, oportunos, públicos, transparentes e imparciales” y 

“no prohibitivos”, y que prevean “una legitimación amplia activa en defensa 

del medio ambiente”, así como la “posibilidad de ordenar medidas cautelares 

y provisionales, entre otras, para prevenir, detener, mitigar o rehabilitar los 

daños al medio ambiente”.

Además, de acuerdo con el artículo 8, numeral 3, dichos procedimientos 

deberán incluir: 

e) 	mecanismos de ejecución y cumplimiento oportunos de las decisiones 

judiciales y administrativas que correspondan; y
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f) 	mecanismos de reparación, según corresponda, tales como la restitu-

ción al estado previo al daño, la restauración, la compensación o el 

pago de una sanción económica, la satisfacción, las garantías de no 

repetición, la atención a las personas afectas y los instrumentos finan-

cieros para apoyar la reparación […].

En suma, el Acuerdo de Escazú representa un hito crucial al estable-

cer normas detalladas que garantizan los derechos de acceso en asuntos am-

bientales, mediante disposiciones que demandan a las partes la expedición 

e implementación de marcos legales internos que aseguren el acceso a vías 

judiciales y administrativas para impugnar y apelar decisiones que afecten 

estos derechos en materia ambiental. Estas reglas mínimas buscan, a su vez, 

procedimientos justos, transparentes, no prohibitivos y efectivos, con medi-

das cautelares, ejecución oportuna de decisiones y mecanismos de repara-

ción. El Acuerdo da pues un paso fundamental hacia la protección del medio 

ambiente y el empoderamiento de la ciudadanía en la defensa de su entorno 

natural.
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— 5 —

RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN                                  
DE DEFENSORES DEL AMBIENTE

El artículo 9 del Acuerdo de Escazú sobre Defensores de los derechos hu-

manos en asuntos ambientales señala que: 

1. Cada parte garantizará un entorno seguro y propicio en el que las per-

sonas, grupos y organizaciones que promueven y defienden los derechos 

humanos en asuntos ambientales puedan actuar sin amenazas, restriccio-

nes e inseguridad. 

Además:

2. Cada parte tomará las medidas adecuadas y efectivas para reconocer, 

proteger y promover todos los derechos de los defensores de los dere-

chos humanos en asuntos ambientales, incluidos su derecho a la vida, 

integridad personal, libertad de opinión y expresión, derecho de reu-

nión y asociación pacíficas y derecho a circular libremente, así como su 

capacidad para ejercer los derechos de acceso, teniendo en cuenta las 

obligaciones internacionales de dicha parte en el ámbito de los derechos 

humanos, sus principios constitucionales y los elementos básicos de su 

sistema jurídico. 

De igual forma:

3. Cada parte tomará medidas apropiadas, efectivas y oportunas para 

prevenir, investigar y sancionar ataques, amenazas o intimidaciones 

que los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales 

puedan sufrir en el ejercicio de los derechos contemplados en el pre-

sente Acuerdo. 
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Este es el primer acuerdo que apuesta por la protección de defensores 

del ambiente y que reconoce la importancia del trabajo y las contribuciones 

fundamentales del público y de los defensores de los derechos humanos en 

asuntos ambientales para el fortalecimiento de la democracia, los derechos de 

acceso y el desarrollo sostenible.

Esta particularidad aborda un ámbito central en el vínculo entre los de-

rechos humanos y el ambiente: la protección de las personas que trabajan 

por la defensa y promoción del derecho a un ambiente sano para el beneficio 

de todos. En palabras de Michael Forst1, las amenazas, agresiones y ataques 

letales contra los defensores del medio ambiente son el resultado directo de 

la explotación de los recursos naturales que no considera las demandas y pre-

ocupaciones legítimas de las comunidades locales (Forst, 2016). 

En 1999, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Declara-

ción de la ONU sobre los defensores de los derechos humanos2 según la cual: 

Todo Estado tiene la responsabilidad y el deber primordiales de proteger, 

promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades 

fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para 

crear todas las condiciones requeridas en los ámbitos social, económico, 

político y de otro tipo, así como las garantías jurídicas necesarias para que 

todas las personas sometidas a su jurisdicción, individualmente y en aso-

ciación con otras, puedan disfrutar en la práctica de todos esos derechos 

y libertades (AGNU. Resolución 53/144). 

Es posible establecer que la incorporación del reconocimiento y la pro-

tección de los defensores ambientales en el Acuerdo de Escazú es el resultado 

del carácter abierto y participativo de las negociaciones que se llevaron a 

cabo para lograr su texto final. La inclusión de protecciones específicas para 

1	 Relator Especial sobre Defensores de derechos humanos. 

2	 AGNU. Resolución 53/144. Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los 
grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades 
fundamentales universalmente reconocidos (8 de marzo de 1999).
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defensores ambientales da lugar a un pilar del Principio 10, junto con la infor-

mación, la participación y la justicia. Esta inclusión refleja el diálogo entre los 

países y los grupos no gubernamentales de la región durante la negociación 

del Acuerdo. 

Este reconocimiento se encuentra en el Preámbulo, que señala: “Recono-

ciendo también la importancia del trabajo y las contribuciones fundamentales 

del público y de los defensores de los derechos humanos en asuntos ambien-

tales para el fortalecimiento de la democracia, los derechos de acceso y el 

desarrollo sostenible” (Acuerdo regional sobre el acceso a la información, la 

participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales, 2018).

Aunque el Preámbulo no impone obligaciones internacionales directas, 

desempeña un papel fundamental en la interpretación del tratado, influyen-

do en su evolución progresiva. Destaca que el trabajo realizado por los de-

fensores del ambiente es crucial para su protección, dado que con frecuencia 

son víctimas de violencia cuando su labor se estigmatiza como opuesta al 

desarrollo nacional o a los intereses del país. El reconocimiento que brinda el 

Acuerdo a estos defensores no solo los visibiliza, sino que también legitima 

su labor, contribuyendo así a aumentar la conciencia colectiva sobre el papel 

esencial que desempeñan en la promoción del desarrollo sostenible. Además 

de reconocer su labor, va más allá, al incluir disposiciones de protección es-

pecíficas en su artículo 6.4, asegurando un entorno favorable para aquellos in-

dividuos, asociaciones u organizaciones que trabajan en pro de la protección 

ambiental, otorgándoles reconocimiento y salvaguardas adecuadas (Acuerdo 

regional sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso 

a la justicia en asuntos ambientales, 2018).

En el artículo 9.1 se establece la garantía del entorno propicio, la obliga-

ción de promover y proteger todos sus derechos y la de tomar medidas para 

prevenir, investigar y sancionar ataques, amenazas o intimidaciones. Ade-

más, comprende la obligación de los Estados de garantizar un entorno seguro 

y propicio “en el que las personas, grupos y organizaciones que promueven y 

defienden los derechos humanos en asuntos ambientales puedan actuar sin 

amenazas, restricciones o inseguridad”.
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En su segundo apartado señala que los Estados deben garantizar todos 

los derechos de las personas defensoras de derechos humanos en asuntos am-

bientales, definidas como las que se dedican a la defensa de los animales y la 

biodiversidad –elementos fundamentales del ambiente–, y que comprenden 

el contenido del derecho a un ambiente sano el cual es constitucionalmen-

te reconocido por muchos países dentro de la región (Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, Opinión Consultiva 23/17). Finalmente, el artículo 9 

concluye con el llamado a los Estados a tomar, de manera obligatoria, “las 

medidas apropiadas, efectivas y oportunas para prevenir, investigar y sancio-

nar ataques, amenazas o intimidaciones” que las personas defensoras de los 

derechos humanos en asuntos ambientales puedan sufrir en el ejercicio de 

sus derechos de acceso.

El Acuerdo de Escazú no solo reconoce la importancia de los defensores 

ambientales, sino que se compromete también a protegerlos, garantizando 

su participación efectiva, seguridad y respaldo legal en la defensa del medio 

ambiente en América Latina y el Caribe.

Las labores del gobierno nacional deben estar encaminadas a proteger las 

garantías constitucionales de quienes trabajan en asuntos ambientales para 

que cuenten con condiciones seguras que posibiliten su labor. Ello implica 

contar con mecanismos de prevención de amenazas, restricciones e inseguri-

dad, además de investigaciones efectivas en el caso de que se presenten. 

Es importante tener en cuenta que la vulneración del derecho a defender 

derechos no solo afecta de manera individual a quien lo ejerce, sino que las 

afectaciones trascienden y repercuten en la sociedad en su conjunto. Por una 

parte, se impide la actividad de defensa en perjuicio de los grupos de perso-

nas que lo requieren; por otra, se desincentiva la labor de la persona defenso-

ra en riesgo y la de otras que emprenden esa actividad. Así, la inhibición del 

derecho a defender derechos debilita la acción ciudadana que debe existir en 

toda sociedad democrática para la procuración de los derechos humanos de 

la población. 

Por ejemplo, en el marco de las obligaciones de protección a la vida e 

integridad de las y los defensores de derechos humanos, la jurisprudencia 
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interamericana ha señalado que para que dichas medidas cumplan con el 

requisito de idoneidad es necesario que las medidas especiales de protección: 

a) sean acordes con las funciones que desempeñan las defensoras y los 

defensores; b) el nivel de riesgo debe ser objeto de una evaluación a fin de 

adoptar y monitorear las medidas que se encuentren vigentes; y c) deben 

poder ser modificadas según la variación de la intensidad de riesgo. Para 

tales efectos, es necesario que la modalidad de las medidas de protección 

sea acordada en consulta con las defensoras y los defensores para concre-

tar una intervención oportuna, especializada y proporcional al riesgo que 

pudiera enfrentar el defensor o la defensora (Corte IDH, Caso Defensor de 

Derechos Humanos y otros vs. Guatemala, párr. 157). 

Cabe anotar por último que esta Corte ha enfatizado en que “el enfoque 

de género debe tener especial importancia dentro del procedimiento de eva-

luación del riesgo, ya que podría traducirse en un impacto diferenciado del 

nivel de riesgo, así como en la implementación de las medidas de protección” 

(Corte IDH, Caso Defensor de Derechos Humanos y otros vs. Guatemala, cit., 

párr. 157). 
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DISCUSIONES EN TORNO AL ACUERDO

En Colombia, el Acuerdo de Escazú ha generado una serie de objeciones 

y debates, ha suscitado opiniones divergentes, algunas de las cuales se 

examinarán a continuación. 

6.1 Riesgos en seguridad jurídica

Uno de los aspectos que ha suscitado mayores debates es el posible impacto 

en la seguridad jurídica para las inversiones y el desarrollo de proyectos en el 

país. La seguridad jurídica es un elemento fundamental para atraer inversio-

nes, fomentar el crecimiento económico y garantizar la estabilidad necesaria 

para llevar a cabo proyectos.

Sin embargo, consideramos que el Acuerdo aumenta y garantiza la segu-

ridad jurídica porque su contenido está en sintonía con las directrices dadas 

por organismos multilaterales como la Organización para la Cooperación y 

el Desarrollo Económicos (OCDE), el Banco Mundial, la CAF - Banco de Desa-

rrollo de América Latina y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID); y lo 

hace incorporando garantías asociadas con los derechos de acceso y políticas 

de sostenibilidad en línea con sus disposiciones. Adicionalmente, este solo 

tiene vocación a futuro y podrá impactar el trámite, permiso o licenciamiento 

de proyectos que inicien tales procedimientos después de su entrada en vigor. 

Debe anotarse asimismo que los derechos de acceso se encuentran consagra-

dos en Colombia desde la Ley 99 de 1993 y han sido desarrollados por el Con-

sejo de Estado y la Corte Constitucional. En todo caso, cualquier alteración en 

procedimientos legales requerirá modificaciones normativas. 
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La ratificación de este instrumento y su consolidación como criterio in-

terpretativo ayudarán a que el país cuente con un mejor marco legal para la 

transparencia, lo que repercutirá en mayor seguridad jurídica, pues dismi-

nuirán los conflictos y decisiones cuyo sustento se da hoy en la ausencia de 

dicha transparencia. Esto contribuirá al desarrollo de proyectos e incentivará 

las inversiones en el territorio, disminuyendo la litigiosidad y la suspensión 

de proyectos por decisiones de tipo judicial. 

Por ejemplo, el Banco Interamericano de Desarrollo actualmente le otor-

ga al país préstamos por montos de 1.625,29 millones de dólares en diversos 

sectores como transporte, energía y comercio. En octubre de 2021 el organis-

mo emitió su Marco de política ambiental y social, de acuerdo con el cual 

todas sus operaciones, inversiones y procesos están orientadas a ser desarro-

llados de manera respetuosa con el ambiente, promoviendo inclusión social 

y respetando los derechos humanos en la región. 

De esta manera, esta y otras instituciones de financiamiento han adqui-

rido un compromiso explícito de respeto a los derechos relacionados con el 

acceso a la información, la participación pública y la justicia en asuntos am-

bientales. Esta declaración desvela la importancia e influencia que tiene el 

Acuerdo de Escazú en las políticas y acciones de instituciones clave para el 

país como el BID; así, en lugar de afectar la inversión privada, se está influen-

ciando para mejorar las condiciones de desarrollo de proyectos e inversiones. 

En síntesis, los parámetros y estándares sobre los derechos de acceso que 

incluye el Acuerdo de Escazú ofrecen mayor seguridad jurídica para todos 

los actores involucrados y ofrecen parámetros para hacer realidad el prin-

cipio contenido en la Ley 99 de 1993, que asegura que la gestión ambiental 

debe ser una tarea conjunta y coordinada entre el sector institucional, social 

y empresarial. 

6.2 Suficientes mecanismos de participación

Otra objeción a la que con frecuencia se somete el Acuerdo corresponde a 

determinar si el país ya posee los mecanismos de participación ciudadana 
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suficientes y un marco legal robusto para la protección del ambiente. Aunque 

se cuenta con gran variedad de normas, entre las cuales destacan las leyes 

del Sistema Nacional Ambiental (99 de 1993), de transparencia y acceso a la 

información pública (1712 de 2014) y la estatutaria de participación (1757 de 

2015), salvo por la primera, esas leyes no fueron diseñadas exclusivamente 

para asuntos ambientales, por lo cual han encontrado barreras sociocultura-

les, institucionales y políticas para su aplicación en asuntos de esta temática. 

El Acuerdo aporta elementos de valor para lograr el manejo correcto de las 

cuestiones ambientales y llega al país a complementar la aplicación de la nor-

matividad sobre el acceso a la información y participación pública en estos 

asuntos. Con esto, ayuda a superar los desafíos existentes en la implemen-

tación real y efectiva de estos medios de acceso, para que los ciudadanos 

puedan ejercer sus derechos y prevenir y manejar de mejor manera los con-

flictos ambientales. En la medida en que los sujetos y actores con interés en 

determinado asunto que altere, modifique o transforme recursos naturales, 

ecosistemas o bienes jurídicos ambientales protegidos, puedan acceder a in-

formación asequible, gratuita, transparente y en lenguaje claro, se reducirá la 

necesidad de realizar acciones administrativas (como el derecho de petición, 

la constitución como terceros intervinientes o las veedurías ciudadanas) o 

judiciales (como la tutela, la acción de cumplimiento o popular) con el fin de 

obtener la información que requieren para aclarar las dudas o efectos de un 

determinado proyecto. 

El mismo efecto se verá en materia de participación, dado que la garantía 

de espacios reales y efectivos de diálogo reducirá la producción de riesgos 

jurídicos que hoy sirven de sustento para la instauración de mecanismos de 

tipo judicial. El principal riesgo que enfrentan hoy muchos proyectos de in-

versión son los reclamos de individuos, colectivos, comunidades u organiza-

ciones que alegan el no haber contado con espacios participativos efectivos, 

territorializados y claros para exponer sus preocupaciones y obtener adecua-

da retroalimentación frente a estas. 
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6.3 Sobre la consulta previa 

En los debates sobre la ratificación del Acuerdo de Escazú se ha argumen-

tado en contra de su constitucionalidad por problemas procedimentales en 

el proceso, arguyendo que requería de consulta previa, en la medida que se 

refiere a pueblos étnicos. Con el fin de no confundir los fines que sustentan 

y permiten el ejercicio de la consulta previa deben hacerse varias precisiones 

al respecto.

El derecho a la consulta previa está consagrado en el Convenio 169 de 

la Organización Internacional del Trabajo (OIT), suscrito en Ginebra en 1989, 

el cual hace parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto. Este 

Convenio, ratificado por la Ley 21 de 1991, busca garantizar la autonomía de 

los pueblos indígenas y tribales, su preservación y respeto por sus diferencias 

en contraste con la colectividad. 

El Convenio establece que los Estados Parte tienen el deber de consultar 

a los pueblos étnicos cada vez que se prevea una medida legislativa o admi-

nistrativa que los afecte de manera directa, por lo cual están obligados a es-

tablecer procedimientos apropiados y a propiciar los espacios adecuados que 

permitan la libre participación de las comunidades étnicas en la adopción de 

estas medidas. 

En el artículo 7º del Convenio 169 se establece que las comunidades étni-

cas tienen el derecho a que se les garantice la posibilidad de: 

[…] decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarro-

llo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y 

bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera 

y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económi-

co, social y cultural.

De acuerdo con la Sentencia C-187 de 2011, el derecho de participación 

de los grupos étnicos se deriva de los artículos 40, 70, 329 y 330 de la Consti-

tución política y está encaminado a regular la participación previa de las co-

munidades territoriales indígenas y la explotación de los recursos naturales 

en su territorio. Es importante hacer énfasis en que desde la Sentencia SU-383 
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de 2003 y con base en las previsiones del Convenio 169 de la OIT, la Corte 

Constitucional ha sostenido que el derecho a la consulta previa debe ser ga-

rantizado cuando existe una afectación directa de aspectos relacionados con 

la subsistencia de los pueblos indígenas. Por ende, es necesario determinar 

si la medida correspondiente tiene “impacto sobre su autonomía, diversidad 

e idiosincrasia”. Toda vez que este proceso reconoce la subsistencia de los 

pueblos indígenas, su derecho a autodeterminarse y a defender su existencia 

física y cultural. 

La misma Corte ha reiterado a su vez las reglas jurisprudenciales según 

las cuales se establece: 1) toda medida legislativa o administrativa que afecta 

de forma directa a las comunidades étnicas que se encuentran en el territorio 

nacional, debe someterse al proceso de consulta previa; y, 2) también deberán 

someterse a dicho proceso las materias concernientes a la conformación de la 

entidad de dichas comunidades, tales como su territorio, la explotación de 

recursos naturales y los temas relacionados con las entidades locales de las 

unidades territoriales de dichos pueblos. 

Es necesario hacer énfasis en la naturaleza del Acuerdo de Escazú, que 

es fortalecer la gobernanza ambiental en América Latina y el Caribe promo-

viendo la participación ciudadana, la transparencia y el acceso a la justicia 

en asuntos ambientales, contribuyendo a la protección del medio ambiente 

y al desarrollo sostenible en la región mediante prácticas democráticas y el 

respeto de los derechos humanos. 

Es importante establecer que el Acuerdo no implica una afectación di-

recta a los aspectos relacionados con la subsistencia de los pueblos indígenas 

en Colombia, sino que se centra en promover la participación ciudadana y el 

acceso a la información en asuntos ambientales; no está dirigido a cuestiones 

que tengan impactos negativos en la autonomía, diversidad e idiosincrasia de 

los grupos étnicos.

En varias decisiones de orden judicial se ha resaltado que el Estado tie-

ne el deber de adelantar procesos de consulta previa a la implementación y 

puesta en marcha de decisiones, proyectos o políticas que tengan un efec-

to directo en las comunidades étnicas y sus territorios. En ese sentido, toda 
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disposición normativa que pueda implicar beneficios o perjuicios para una 

comunidad étnica debe contemplar un proceso participativo de consulta pre-

via, que traiga consigo un ejercicio de democracia efectiva, transparente y 

con acceso a la información de manera anticipada, en procura, se reitera, de 

proteger los derechos de las comunidades. En este caso particular, preocupa 

su instrumentalización ya que, en ocasiones anteriores, ha servido de argu-

mento para que normas nacionales encaminadas a la protección y garantía de 

los derechos de comunidades étnicas sean demandadas incluso por personas 

que no pertenecen a los pueblos indígenas y sin que ellos siquiera se encuen-

tren enterados.

Según lo regulado por la jurisprudencia que interpreta los contenidos 

normativos del Convenio 169 de la OIT, la consulta previa es imperativa res-

pecto de aquellas medidas legislativas y administrativas que afecten directa-

mente a las comunidades indígenas y afrodescendientes. Por exclusión, las 

políticas que afecten a las personas en condiciones de generalidad y que no 

incluyan medidas específicas dirigidas a estas comunidades diferenciadas 

no están sujetas al deber de consulta. En tales situaciones, la participación de 

dichos grupos debe garantizarse mediante los procedimientos generales, así 

como por medio de los instrumentos específicos detallados en la normativi-

dad nacional. 

En ese marco, es fundamental destacar que la obligación de consulta con-

templada en el literal a) del artículo 6º del Convenio 169 no debe ser interpre-

tada en un sentido que implique que toda la normatividad estatal que tenga 

el potencial de afectar a las comunidades indígenas y tribales deba someterse 

a un proceso de consulta previa, al margen de los procesos normales de par-

ticipación y deliberación democrática. Este deber solo es aplicable a aquellas 

medidas que, en el contexto de la aplicación del Convenio, tengan la capaci-

dad de afectar directamente a estas comunidades. 

De acuerdo con el mismo artículo, una medida legislativa en particular 

está sujeta al deber de consulta cuando puede derivar de una decisión explí-

cita de emitir una regulación en áreas contempladas por el Convenio, lo que 

establecería claramente la necesidad de consulta; y, cuando la especificidad 
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también pueda originarse a partir del contenido sustantivo de la medida en 

sí, incluso si está diseñada con un alcance general, siempre y cuando tenga 

un impacto directo en las comunidades indígenas y tribales. La decisión se 

tomará evaluando las circunstancias particulares de cada caso y asegurando 

el respeto de los derechos y la participación de las comunidades indígenas y 

tribales en los asuntos que les conciernen. 

La condición que se debe cumplir para que una medida legislativa o 

administrativa tenga el deber de adelantar la consulta previa consiste en 

que la política afecte directamente a las comunidades diferenciadas. Esta 

incidencia directa es posible de verificarse en tres escenarios: 1) cuando 

la medida tiene por objeto regular un tópico que, por expresa disposición 

constitucional, debe ser sometido a procesos de decisión que cuenten con 

la participación de las comunidades étnicas, como sucede con la explo-

tación de recursos naturales; 2) cuando a pesar de que no se trate de esas 

materias, el asunto regulado por la medida está vinculado con elementos 

que conforman la identidad particular de las comunidades diferenciadas; 

y 3) cuando a pesar de tratarse de una medida de carácter general, regula 

sistemáticamente materias que conforman la identidad de las comunidades 

tradicionales, por lo que puede generarse bien una posible afectación, un 

déficit de protección de los derechos de las comunidades o una omisión 

legislativa relativa que las discrimine. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido que el dere-

cho a la consulta previa debe ser garantizado cuando existe una afectación 

directa de aspectos relacionados con la subsistencia de los pueblos étnicos. 

En el caso del Acuerdo de Escazú no se configura tal afectación directa, toda 

vez que se enfoca en cuestiones ambientales de carácter regional y no busca 

cambiar sustancialmente la forma de vida o la relación de los pueblos in-

dígenas con sus territorios. Su naturaleza, objetivos y beneficios se centran 

en la participación ciudadana y la transparencia en asuntos ambientales, sin 

implicar una afectación directa a la subsistencia o autonomía de los pueblos 

indígenas en Colombia.
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Como se sugirió en una intervención previa presentada ante la Corte 

Constitucional1, este caso amerita un test de proporcionalidad que permita 

observar si la búsqueda de un fin legítimo constitucional genera una des-

proporción al no haber seguido el trámite de consulta previa. En este caso, 

dicho fin costitucional es el fortalecimiento de la democracia ambiental y de 

los derechos de acceso a la información, participación y justicia, mediante 

un instrumento jurídico internacional que consagra medidas idóneas para 

garantizar la eficacia de tales derechos, en atención a una necesidad que se 

hace visible en la gran cantidad de conflictos ambientales que vive hoy el país 

y el asesinato sistemático de personas defensoras del ambiente, entre los que 

se cuentan múltiples miembros de comunidades indígenas y negras.

Dicho lo anterior, es conveniente precisar que el Acuerdo de Escazú reco-

noce la multiculturalidad, aun cuando es evidente que no se pretende ignorar 

la consulta; por el contrario, se busca tener en cuenta todos los derechos que 

tienen estos pueblos y la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran 

–desde hace mucho–, por el reiterado desconocimiento de sus derechos a ser 

informados de manera clara, contar con mecanismos de participación efica-

ces y mecanismos judiciales efectivos. 

Por último, se debe señalar que lo anterior es acorde a la jurisprudencia 

de la Corte Constitucional, en la que se ha afirmado que: 

No todo lo concerniente a los pueblos indígenas y tribales está sujeto al 

deber de consulta, puesto que como se ha visto, en el propio Convenio se 

contempla que, cuando no hay una afectación directa, el compromiso de 

los Estados remite a la promoción de oportunidades de participación que 

sean, al menos equivalentes a las que están al alcance de otros sectores de 

la población (Corte Constitucional. Sentencia C-030 de 2008). 

1	 Corte Constitucional, Expediente RE-347.
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CONSIDERACIONES FINALES

[…] los derechos de acceso contribuyen al fortalecimiento, entre otros, de 

la democracia, el desarrollo sostenible y los derechos humanos (Acuerdo 

de Escazú).

La crisis ambiental que vivimos, sumada al escalonamiento de los conflic-

tos ambientales y su judicialización en el país, encuentran como una de 

las respuestas el Acuerdo de Escazú. Estas situaciones se dan por las afecta-

ciones al entorno y a los recursos naturales, el acceso limitado a la informa-

ción, los escasos espacios de participación, la carencia de mecanismos de 

prevención de estas disputas y la marcada tendencia a la judicialización de los 

conflictos ambientales, todo lo cual ha permitido una brecha entre la consa-

gración de los derechos y su cumplimiento efectivo. 

Con base en los argumentos anteriores, es posible señalar que los dere-

chos de acceso (participación, información y justicia ambiental) son un ele-

mento preponderante para la garantía del derecho a gozar de un ambiente 

sano. Estos derechos ofrecen la posibilidad de incidir individual o colectiva-

mente en las decisiones que pueden llegar a afectarnos, teniendo en cuenta la 

interacción entre los individuos, la sociedad, el sector productivo y el Estado. 

Es así como la ratificación del Acuerdo en Colombia representa un paso 

importante en la consolidación y el fortalecimiento del derecho y la democra-

cia ambiental. Este tratado establece un marco jurídico sólido para la promo-

ción de la transparencia, la participación ciudadana y el acceso a la justicia 

en asuntos ambientales y, a su vez, introduce mecanismos novedosos que 

tienen un enfoque sólido en la protección ambiental.
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Es de destacar que contiene elementos adicionales a los existentes en 

relación con el acceso a la información. Lo anterior implica que en el país es 

pertinente fortalecer el SIAC (Sistema de Información Ambiental en Colom-

bia) y los subsistemas existentes, con énfasis en problemáticas como el cam-

bio climático, la contaminación, la salud ambiental y la evaluación previa 

necesaria para evitar o manejar adecuadamente los impactos en el entorno. 

Superar los conflictos ambientales implica el que las comunidades co-

nozcan tempranamente sobre los proyectos, programas y políticas, con el fin 

de plantear inquietudes y propuestas que les permitan incidir en las decisio-

nes. De esta manera se garantizan la veeduría y el control ciudadano, además 

del seguimiento de todas las autorizaciones ambientales. 

Sobresale que la judicialización de los conflictos ambientales en nuestro 

país, especialmente por la escasa, nula o deficiente participación ciudadana 

en las decisiones ambientales, debe convocarnos a establecer mecanismos 

idóneos para hacer efectivos los mecanismos de participación existentes1 

como es la ratificación y debida implementación del Acuerdo de Escazú. 

Espacios inclusivos de decisión, unidos con instrumentos adecuados de in-

formación, pueden redundar en la superación de las problemáticas que ac-

tualmente deben ser solucionadas por los jueces ante la carencia de espacios 

de promoción de acciones conjuntas para la protección ambiental. 

Es de resaltar que el Acuerdo contribuye a mejorar la gobernanza am-

biental, fortalece los mecanismos y espacios de participación y contribuye a 

establecer criterios claros y estrategias para la divulgación en materia ambien-

tal, posibilitando que los jueces cuenten con elementos fundamentales para 

garantizar el artículo 79 de la Constitución política que establece el derecho a 

gozar de un ambiente sano y la necesidad de consagrar la participación como 

un requisito indispensable para la toma de decisiones en materia ambiental. 

1	 Ejemplo de ello son casos como el de Santurbán (Sentencia T-361 de 2017) o el gran nú-
mero de fallos de la Corte Constitucional por la violación al derecho a la participación y 
la consulta previa. 
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En la Constitución política de Colombia la participación es un valor axial 

y un principio que determina el desarrollo de la vida en sociedad y la rela-

ción de la ciudadanía con el Estado (Corte Constitucional, C-027 de 2018). 

El Acuerdo de Escazú aumenta las posibilidades de una gestión ambiental 

inclusiva y propone elementos para aumentar la capacidad de prevenir esta 

grave situación y enfrentar los delitos cometidos contra los defensores del 

ambiente, así como potenciar los mecanismos específicos para defender la 

vida e integridad personal de quienes trabajan por la conservación del entor-

no y reconocer a las personas que han perdido la vida en su defensa.

En consecuencia, es necesario contar con reglas claras y acuerdos para 

alcanzar la justicia ambiental y hacer viable el desarrollo del país desde una 

visión de construcción colectiva de futuro, teniendo en cuenta la importancia 

de la intervención social en el fortalecimiento y la credibilidad en la institu-

cionalidad, así como en el redimensionamiento del sector público y privado 

cuando se van a adelantar proyectos de diversa índole. La implementación 

del Acuerdo puede servir para superar esta situación. 

En cuanto el acceso a la justicia, es importante trabajar con los operado-

res judiciales para asegurar el debido proceso, que las decisiones se tomen en 

tiempos adecuados y con la asesoría de expertos que apoyen desde el orden 

técnico y social la parte probatoria, en aras de que la justicia ambiental res-

ponda a las expectativas de las comunidades. Estos elementos pueden encon-

trar en las disposiciones del Acuerdo de Escazú garantías para el acceso a la 

justicia ambiental.

Lo anterior implica tener presente el diagnóstico del Plan decenal de jus-

ticia 2017-2027 sobre el acceso a la justicia en asuntos ambientales en Co-

lombia2. Esto implica emprender acciones concretas para garantizar que los 

operadores de justicia cuenten con el suficiente conocimiento y con las he-

rramientas socioambientales para tomar decisiones frente a la gestión 

2	 Plan decenal del sistema de justicia 2017-2027. Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.
co/CDT/Justicia%20Seguridad%20y%20Gobierno/Documento%20Plan%20Decenal.pdf
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ambiental de los recursos naturales del país. De igual manera, que se em-

prendan acercamientos para asegurar la articulación entre las autoridades 

ambientales y las judiciales y alcanzar así la eficacia de los mecanismos que 

garanticen el acceso real y efectivo a la justicia. 

Hacer realidad el derecho a la justicia ambiental significa encontrar sali-

das a las tensiones socioambientales evidentes que inciden sobre la seguridad 

jurídica y el ambiente de inversión en el país. Esto implica, como lo señala 

el Plan decenal de justicia, que para prevenir conflictos socioambientales de 

alto impacto económico y político y propiciar la confianza de los inversionis-

tas se debe impulsar la gestión legislativa y administrativa.

Lo anterior se concatena con la importancia de reconocer la grave si-

tuación que enfrentan los defensores de los derechos humanos en asuntos 

ambientales en Colombia, por lo cual consideramos necesario también instar 

al gobierno nacional a que establezca normas concretas y procedimientos que 

posibiliten la garantía efectiva de sus derechos, especialmente el derecho a 

la vida. 

De otro lado, la OCDE destacó que la ratificación del Acuerdo de Escazú 

consolidaría los esfuerzos de los países para construir un marco legal avan-

zado para gestionar el ambiente y garantizar la democracia ambiental. Este 

Acuerdo es un instrumento de altos estándares en América Latina y el Caribe 

para fomentar una inversión responsable y proporcionar a los participantes 

en la economía herramientas diseñadas para favorecer la transparencia y la 

protección del ambiente.

En similar sentido sucede con la Agenda 2030 para el desarrollo sosteni-

ble. Los Objetivos de desarrollo sostenible encuentran un elemento prepon-

derante para su implementación en el Acuerdo de Escazú, que ofrece además 

mayor seguridad para las inversiones y el desarrollo de proyectos en el país; 

posibilita el fortalecimiento de la institucionalidad, la política pública y los 

procedimientos ambientales, asegurando procesos que garanticen la partici-

pación y la información ambiental. En los objetivos y metas propuestas por la 

Agenda de desarrollo se puede identificar un eje común en su estructuración 

y consolidación en los diferentes espacios nacionales, el cual es la gobernanza 
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activa y participación de los actores interesados como elemento esencial para 

garantizar una sociedad más justa y que responda a las necesidades de las 

generaciones futuras. 

Es posible afirmar que el Acuerdo forma parte de una nueva serie de 

tratados internacionales que fusionan los derechos humanos y la protección 

ambiental, representando una nueva mentalidad que aspira a transformar, 

conciliar y enriquecer la relación entre los seres humanos y la naturaleza. 

Es perentorio resaltar que constituye un marco internacional que busca 

la unificación y la cohesión de la legislación nacional dispersa y fragmentada 

en los países de la región con respecto a los derechos de acceso ambiental y 

los derechos humanos. Los principios, las definiciones y los estándares esta-

blecidos allí permiten una interpretación más holística y profunda del marco 

legal interno, brindando a los profesionales del derecho una comprensión 

más clara de los alcances y las limitaciones de los derechos de acceso.

Colombia se une al conjunto de naciones comprometidas con la protec-

ción del planeta y la participación de la sociedad en la gestión ambiental, 

logrando un hito importante en el derecho ambiental y la voluntad manifiesta 

del país de avanzar hacia un futuro sostenible y equitativo para todos, donde 

sea posible hablar de la justicia ambiental. 

De acuerdo con los planteamientos anteriores, la implementación del 

Acuerdo de Escazú requiere una mirada prospectiva, creativa y de coordina-

ción entre los diferentes entes (estatales, sociales, académicos y económicos) 

para trabajar conjuntamente en la protección del entorno y en el cumplimien-

to de los derechos de acceso. 

Castro Buitrago (2023) señala que el uso del concepto gobernanza para 

proponer espacios de coordinación de intereses y toma de decisiones debe 

incluir la garantía de los derechos de acceso a la información, la participación 

y la justicia ambiental en el marco del Acuerdo de Escazú, la normativa y la 

jurisprudencia constitucional y administrativa aplicable. La revisión general 

de los documentos públicos sobre gobernanza indica la necesidad de aclarar 

las pautas de actuación de las autoridades y el cumplimiento de los estándares 
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de los derechos de acceso como reglas de procedimiento fundamentales para 

conducir el proceso participativo. 

Así las cosas, como lo planteamos desde el Foro Nacional Ambiental, 

la ratificación del Acuerdo de Escazú en Colombia es un paso importante en la 

consolidación y el fortalecimiento del derecho y la democracia ambiental en 

el país. Este tratado establece un marco jurídico sólido para la promoción de 

la transparencia, la participación ciudadana y el acceso a la justicia en asun-

tos ambientales y, a su vez, introduce mecanismos novedosos que tienen 

un enfoque sólido en la protección del ambiente. Su aplicación aumentará 

a su vez la capacidad de investigar y juzgar los delitos cometidos contra 

los defensores del ambiente y potenciará los mecanismos específicos para 

defender su vida e integridad personal, buscando superar la deuda histórica 

que el país tiene con quienes han perdido su vida defendiendo el medio 

ambiente, siendo un elemento fundamental para la prevención y solución 

de conflictos. 

Entre los retos que enfrenta el gobierno nacional está el de trazar una 

línea base del marco normativo y acciones o prácticas nacionales vinculadas 

con el Acuerdo de Escazú, tal y como lo propuso el gobierno ecuatoriano (To-

rres, 2023), con el fin de establecer la situación en que nos encontramos, las 

carencias, y proponer alternativas para su solución, garantizando así los de-

rechos de acceso y mecanismos de protección de los defensores ambientales. 

Mediante un proceso dialógico con los diversos actores es posible iden-

tificar las buenas prácticas con el fin de documentarlas y divulgarlas. Igual 

tarea se debe hacer con las principales problemáticas y demandas, para bus-

car conjuntamente salidas apropiadas estableciendo escenarios o mecanis-

mos adecuados para ofrecer efectividad a las disposiciones del Acuerdo de 

Escazú. 

Todo este proceso requiere de la máxima divulgación, capacitación y 

apropiación de las comunidades e interesados, así como de una instituciona-

lidad fortalecida para ofrecer información adecuada y escenarios de inclusión 

e incidencia social en las decisiones ambientales. El derecho a la información 

debe contener procesos claros para acceder, solicitar y conocer datos, docu-
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mentos, programas, planes, proyectos, disposiciones, etcétera, que tengan im-

pacto sobre el ambiente. 

La información ambiental debe contar en lo posible con mecanismos 

para acceder a todo el público, y para ello es importante fortalecer, como se 

ha mencionado, el Sistema de Información Ambiental en Colombia. Gran 

reto constituye la promoción, generación y gestión de la información ambiental, 

y en este contexto es importante contar con un trabajo conjunto, coordinado y 

apoyado tanto con personal como con recursos económicos, donde cumplen 

un papel importante los organismos nacionales e internacionales que finan-

cien investigación in situ y ex situ en la materia, especialmente en materias de 

diversidad biológica y cambio climático. 

Otro aspecto importante que se debe tener en cuenta en la implementa-

ción del Acuerdo es que la información ambiental puede ofrecerse de diver-

sas maneras: 

�� Por escrito, lo cual implica que la documentación sea clara, precisa y 

comprensible para toda la sociedad.

�� Por medios audiovisuales, lo cual significa que las instituciones que 

hacen parte del Sistema Nacional Ambiental deben estar preparadas 

y contar con recursos para que la puedan generar y que las personas 

puedan acceder a ella.

�� Por medio de estadísticas o datos, para lo cual se requiere de tecnolo-

gías, herramientas y un trabajo juicioso que permita contar con esta 

información permanentemente actualizada. 

Es necesario tener presente también que la información en estos asuntos 

no tiene restricciones legales y que es importante contar con ella mediante 

procesos idóneos de divulgación y respuestas céleres, para prevenir confron-

taciones y la judicialización por la vulneración a este derecho fundamental. 

En cuanto a la participación ambiental, conviene tener presente que los 

estándares existentes en la Constitución política y la normativa concuerden 

de manera precisa con los postulados del Acuerdo de Escazú. Lo importante 

es entender que, en ejercicio del principio de progresividad de los derechos, 
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este es más específico y aporta elementos complementarios para hacer reali-

dad este derecho fundamental teniendo en cuenta a las personas en situación 

de vulnerabilidad, procedimientos más concretos y promoviendo la divulga-

ción de las decisiones por su impacto en el entorno. 

En este sentido, y con el fin de contar con elementos importantes para la 

aplicación del Acuerdo, es positivo tener en cuenta las reglas que sobre par-

ticipación, consulta previa y consentimiento han emanado de la jurispruden-

cia. Esta línea base y los conflictos que han debido resolver los jueces pueden 

ser indicativos de las necesidades existentes para promover la participación 

ambiental en Colombia. En consecuencia, se deben superar las barreras al ac-

ceso a la justicia y establecer mecanismos idóneos para que los jueces cuenten 

con elementos precisos para adoptar los fallos o decisiones en esta materia. 

Para garantizar la justicia ambiental es importante: 1) capacitar a los ope-

radores judiciales y administrativos en materias ambientales debido a sus 

elementos técnicos y científicos; 2) promover una educación para que la co-

munidad en general y en especial los jóvenes cuenten con conciencia am-

biental que llame a generar tareas de conservación; 3) establecer estrategias 

para superar los problemas estructurales de las instituciones en relación con 

el manejo, la administración y planificación de los recursos naturales y el 

ambiente; y 4) buscar instrumentos para contar con los recursos que permitan 

cubrir los costos que implica adelantar un proceso en estos asuntos, por los 

aspectos probatorios y demás. 

En consecuencia, todas las tareas para cumplir con el Acuerdo de Escazú 

requieren la adopción de medidas encaminadas a garantizar procesos de pla-

nificación y a fomentar el trabajo conjunto entre los actores que generan o 

requieren información. Lo anterior significa que es conveniente establecer 

programas de educación y capacitación científica y técnica donde no solo es-

tén los funcionarios de las instituciones ambientales sino también los centros 

de investigación y la academia que trabaja en estos asuntos. La promoción y 

el fomento de la investigación y el reconocimiento de los saberes ancestrales, 

que con el consentimiento de las comunidades deben también divulgarse, se 

constituyen entonces en pilares del Acuerdo. 
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Los retos actuales se centran en cumplir con la normatividad y las ga-

rantías existentes, en establecer si es necesario crear nuevas disposiciones 

o cambios legislativos y en el aporte que las decisiones judiciales puedan 

hacer para garantizar los derechos de acceso y la protección de los defensores 

en asuntos ambientales. Es así como todos los instrumentos y herramientas 

necesarias para hacer realidad los postulados del Acuerdo de Escazú y su 

efectividad se constituyen en elementos para prevenir y solucionar los con-

flictos en esta materia, en la garantía de los derechos de acceso, además de 

la protección de los defensores ambientales y, en últimas, en la promoción de la 

democracia ambiental en Colombia. 
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